VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA SEGUNDA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 25 DE ENERO DE 2013, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO. 

C. OSCAR GUERRA FORD, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Comisionados ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, siendo las 11 de la mañana con 35 minutos del día 25 de enero del 2013, con fundamento en lo establecido en el Artículo 41, tercer párrafo del Reglamento de Sesiones, solicito al licenciado José de Jesús Ramírez Sánchez, Secretario Técnico de este Instituto, que proceda al pase de lista con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley para la celebración de la Segunda Sesión Extraordinaria del Pleno de este Instituto, y a la cual se ha convocado. 

Proceda, por favor, señor Secretario.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ, SECRETARIO TÉCNICO.- Gracias, Comisionado Presidente. 

Procedo a pasar lista de asistencia a los integrantes de este Pleno. Están presentes los comisionados: Oscar Mauricio Guerra Ford, Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno, Luis Fernando Sánchez Nava, Alejandro Torres Rogelio. 

Señor Presidente, le informo que se encuentran presentes los cinco comisionados ciudadanos, existiendo el quórum legal requerido para sesionar de conformidad al Artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, así como al Artículo 17 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 
Es cuanto.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Muchas gracias, señor Secretario. 

En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la Sesión. 
Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta Sesión. 

Es necesario indicar que el desarrollo de la misma, será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

Señor Secretario, haga favor de proceder a dar lectura a la Orden del Día. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- El Orden del Día de esta Sesión Extraordinaria es el siguiente:  

I.      Lista de asistencia y verificación del quórum legal. 

II.     Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día. 

III.    Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de un Proyecto de Resolución de Recurso de Revisión interpuesto ante el Instituto, en materia de solicitud de acceso a datos personales. 

IV.    
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de 20 proyectos de resolución de recursos de revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a la información.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración esta Orden del Día, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación a la misma. Aquellos que estén a favor de ésta, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Orden del Día de la Segunda Sesión Extraordinaria de este Pleno.
 C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación de los proyectos de resolución de recursos de revisión  interpuestos ante nuestro Instituto, en materia de solicitudes de acceso a datos personales y de acceso a la información pública, de conformidad con el criterio establecido por este Pleno.

Iniciaríamos con el recurso de revisión, en materia de datos personales. Si nos hace favor la Directora Jurídica, a la cual le damos la bienvenida a esta Sesión, nos pueda exponer el recurso de datos personales 0111.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO, DIRECTORA JURÍDICA.- El ente público es la Secretaría de Finanzas. Expediente RR.SDP.0111 de 2012.

El particular solicitó tener acceso al número de oficio, fechas de envío y de recepción y funcionarios emisores y destinatarios relacionados con la gestión de un trámite iniciado el 25 de marzo de 2012, ante la oficina de la Secretaría de Finanzas de la Delegación Xochimilco.

El Ente Público respondió que lo requerido no constituía una solicitud de acceso a datos personales, sino un trámite administrativo de carácter fiscal que se podía solicitar en la Administración Tributaria de Xochimilco, orientando al particular para que se presentara dicho trámite.

El recurrente se inconformó, al señalar que lo requerido sí correspondía a una solicitud de acceso a datos personales.

Del análisis a la naturaleza de la solicitud registrada, se determinó que no se estaba solicitando acceso de documentos de carácter personal del ahora recurrente, que no pudieran constar en poder del ente público, sino que pretendía obtener pronunciamientos específicos respecto a un trámite; consecuentemente se concluyó que dichos requerimientos no podían ser satisfechos vía acceso a datos personales, sino a través de una solicitud de acceso a información pública. Actuación que no fue observada por el ente recurrido, situación que se corroboró por la Dirección de Datos Personales de este Instituto.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta  impugnada y se le ordena al ente público que oriente al particular para que presente sus requerimientos a través de una solicitud de acceso a información pública.  
C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración.

Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias.

En el sentido del proyecto. Solamente quiero aprovechar, justamente este momento en que estábamos viendo un caso de datos personales para ponerlo, pues en el contexto en el que nos encontramos y un evento que va a haber, dada la importancia que tiene, precisamente el garantizar este derecho.

Y me refiero a que, pues seguramente vamos a tener el próximo lunes el Día Internacional de Protección de Datos Personales, que pues se celebra el 28 de enero. Es una celebración que se hace de 2006 a instancias, precisamente del Consejo de Europa y algunos miembros integrantes de la Unión Europea para llamar la atención y generar conciencia sobre la importancia de cuidar la información de cada individuo, sobre todo ante la implementación de sistemas informáticos, que cada vez tienen una mayor capacidad para procesarlos de manera más rápida, en grandes volúmenes y sin límites.

Este procesamiento, no es necesariamente malo o negativo por sí mismo, al contrario, a veces resulta benéfico y conveniente para la persona.

Sin embargo, no puede hacerse sin el consentimiento de los únicos dueños de la información que son los individuos.

Como bien sabemos, los datos personales son irrenunciables, intransferibles e indelegables.

El Distrito Federal se sumará este lunes, por 4° año consecutivo a esta celebración y realizaremos un evento en la Sede del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en el que abordaremos la ruta que debemos seguir en el corto plazo para asegurar que en México y en nuestra ciudad todas las personas tengan garantizado su derecho a la protección de sus datos personales.

Lo haremos además en un contexto muy importante, definido por la Reforma Constitucional que el pasado 19 de diciembre aprobó el Senado de la República y que ahora revisa la Cámara de Diputados, mediante la cual se otorga autonomía constitucional a los órganos garantes del derecho a la información en el país.

Esta reforma habrá de desembocar en un nuevo marco legal para todo el país, a través de tres leyes generales que serán el soporte de un entramado institucional que garantice a todas las personas lo que hemos llamado una nueva generación de derechos. Se trata de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Archivos y la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de las Autoridades.

El seminario que organiza el InfoDF el próximo lunes permitirá exponer nuestras aportaciones a estas nuevas leyes y ya desde ahora también iremos perfilando lo que en nuestra opinión como órgano garante local, es conveniente que contenga la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal, a través de la reforma que necesariamente tendrá lugar.

La conmemoración del Día Internacional de la Protección de Datos Personales será también ocasión para que este Instituto presente una guía para servidores públicos de la ciudad en materia de datos personales. Se trata de un esfuerzo más que hace el InfoDF para apoyar a los entes públicos locales en el cumplimiento de sus obligaciones en esta materia tan delicada y lo hacemos también en un momento en que creemos que se hace más necesario una vez que ya se ha dado el relevo en la titularidad de las dependencias de la Administración Pública local y las jefaturas delegacionales y en la Asamblea Legislativa.

Es una puesta importante de nuestro Instituto que es la capacitación finalmente de los servidores públicos, porque ellos tienen que recabar y tratar los datos personales de quienes habitamos en esta ciudad para poder echar a andar los servicios, programas y trámites inherentes a sus funciones, y lo debemos hacer con estricto apego a la normatividad aplicable, pero sobre todo comprendiendo que la información de carácter personal y confidencial que se les confía por parte de los ciudadanos no es de su propiedad ni pueden disponer arbitrariamente de ella.

Es importante también extender una cultura de la protección de los datos personales, no sólo entre los servidores públicos, sino también entre la población en general, para que al ceder su información personal a alguna autoridad, exija que se le dé el tratamiento específico del trámite y no un mal uso de ella.

La tarea no es menor, pues de los 118 entes públicos obligados a cumplir con la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal, 115 tienen sistemas de datos personales registrados, al 23 de enero pasado tenemos registrados 2 mil 6 sistemas de datos personales aquí en la ciudad y se trata, pues de un gran reto y una enorme responsabilidad sobre la que queremos y debemos llamar la atención para que todos, autoridades y ciudadanos generemos esta cultura de protección de los datos personales de la privacidad e intimidad de las personas y con ello, sacar el mejor provecho de las ventajas que ofrecen las nuevas tecnologías y el proporcionar nuestros datos de manera responsable e informada, cuando así nos convenga y prevenir o, en su caso, sancionar cualquier violación a nuestros derechos.

Creo que el Pleno de este Instituto estará de acuerdo en sumarse a este llamado a los ciudadanos y a las autoridades para generar esta cultura de respeto a la vida privada y la propia imagen que ahora me permito realizar, sobre todo por el crecimiento que ha tenido el ejercicio de este derecho en el Distrito Federal, como se acaba de informar apenas hace unos días, en 2012 se hicieron 5 mil 235 solicitudes de acceso a datos personales, a su rectificación, cancelación u oposición y esto fue un incremento de 22.08 por ciento, respecto de 2011 y de 67.3 por ciento, si se le compara con las solicitudes presentadas en 2010.

Son cifras ya significativas que permisiblemente se incrementarán en éste y los años siguientes y para lo cual creo que debemos estar preparados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No, pues obviamente sumarme a esta invitación que hace el Comisionado Alejandro Torres y que hará el Instituto el día lunes para conmemorar el Día Internacional de la Protección de Datos Personales.

Creo que es un evento que contribuye a la difusión de este derecho que es muy necesario, ojalá el Instituto puede conseguir recursos para hacer una campaña mayor, porque creo que falta mucho para dar a conocer este tan importante derecho que nos toca a todos, todos estamos involucrados en él de alguna u otra forma, dado que hemos en algún momento cedido algún dato nuestro para un trámite, etcétera, ante el...

Y decir, bueno, que es un evento donde nos acompañará el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, me acaba él de confirmar, aparte de su asistencia que él ha dado la indicación, la posibilidad de que asista la mayoría de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, él será nuestro anfitrión ahí en el Auditorio de la calle de Juárez, frente al Hemiciclo a Juárez y, también estará con nosotros el Presidente de la Comisión de Gobierno, Manuel Granados y que será muy importante su presencia, dado que una de las mesas, como ya se ha dicho aquí por el Comisionado Torres, pues va encaminada a ir proyectando una reforma para el Distrito Federal y que, pues obviamente estará en manos de la Asamblea y que obviamente estará dándose también dentro del contexto de la Reforma Constitucional y nos queda claro que no vamos a esperar hasta que esta reforma se  dé la ocasión, tendremos nosotros que hacer la reforma y, en su momento, si es necesario, adecuar este tipo de cosas, dado que hay varios aspectos que la experiencia internacional y la propia experiencia nacional y la del InfoDF, pues nos han demostrado que hay áreas de oportunidad para mejorar nuestra ley y tener una ley de vanguardia que garantice mejor este derecho.

También participará la gente encargada de datos personales del IFAI, hoy en la mañana el Presidente del IFAI me acaba de confirmar también que asistirá, no él, porque tiene un evento específico, pero sí una persona encargada del área de datos personales, principalmente vinculada al Sector Público Federal, acompañarnos en la discusión de la Ley General.

Pues simplemente, pues invitar nuevamente, como lo hemos hecho ya en varios medios de comunicación los comisionados, pues a que nos acompañe, pues también el personal obviamente de este Instituto y todo aquel, digamos, que esté interesado en mejorar, digamos, la práctica de los datos personales.

Pues si no hay más, voy a someter a votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 011, el de datos personales, Secretaría de Finanzas, 0111, perdón, de la Secretaría de Finanzas, el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SDP.0111/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, señores comisionados, pasaríamos a aquellos recursos de revisión en materia de acceso a la información, que han sido reservados por alguno o varios señores comisionados.

Iniciaríamos con el Recurso 1895, si nos hace favor.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Iztacalco. Expediente RR.SIP.1895 de 2012 y RR.SIP.1896 acumulados.

Se solicitó saber cuántas personas con el nombre de Eunice Velásquez trabajaron en la Delegación Iztacalco durante los años 2010 y 2011, requiriendo que se le proporcionara el o los nombres completos.

El ente obligado respondió que no era posible contestar satisfactoriamente su solicitud, pues se le podría informar respecto de personas que no buscaba o que se trataban de un homónimo. En este sentido, se le sugirió al solicitante proporcionara los datos completos para su localización.

El recurrente se agravió porque no se le dio respuesta a los nombres completos de las personas con el nombre de Eunice Velásquez, pues no se requirió uno en específico, sino de todos los que existían.

Determinado lo anterior, este Instituto concluyó que resulta fundado el agravio del recurrente, toda vez que la respuesta impugnada es contraria al principio de legalidad al pretender prevenir al particular en vía de respuesta, siendo lo correcto que le informara el nombre de estas personas de los años 2011 y 2012.

Asimismo, de la revisión del Manual Administrativo del ente obligado se advirtió que la Dirección de Recursos Humanos le corresponde mantener completo y actualizado el censo de trabajadores en su demarcación y, en su caso, de la custodia y actualización de los expedientes de personal adscrito, de los cuales hayan causado baja y los cuales todavía continúen activos.

En este sentido, se llegó a la conclusión de que el ente recurrido debía atender categóricamente los requerimientos del solicitante.

El sentido del proyecto que se propone es revocar las respuestas impugnadas y se le ordene al ente obligado que previa búsqueda exhaustiva en los archivos de su Dirección de Recursos Humanos informe al recurrente de los años 2010 y 2011 cuántas personas con el nombre de Eunice Velásquez trabajaron en su demarcación y de ser afirmativa la respuesta proporcione el nombre o los nombres completos; en caso de no localizarse ninguna persona con el nombre referido deberá emitir los motivos y fundamentos a que haya lugar, a efecto de brindar certeza jurídica al particular.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, gracias.
De acuerdo con el sentido del proyecto, sólo es para que se fundamente la acumulación en el resultando séptimo, párrafo segundo, página 13, fundamentar la acumulación por existir identidad de partes en el Artículo 39, fracción I del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal.

Quedando como sigue, y esto lo tendría que fundamentar con fundamento en el Artículo 39, fracción I del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, toda vez que existe conicidad de la causa cuando haya identidad de las personas y acciones aunque las cosas sean distintas.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?

Si no es el caso, entonces voy a someter señores comisionados a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1895 y su acumulado 1896, Delegación Iztacalco el sentido sea revocar, simplemente se tendría que fundamentar la acumulación en base al Artículo 39, fracción I del Código de Procedimientos Civiles. Los que estén a favor de revocar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1895/2012 y su acumulado 1896.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al siguiente recurso, el 1898.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. Expediente RR.SIP.1898 de 2012.

El particular requirió copia simple de tres oficios y sus anexos.

El ente obligado respondió que la información solicitada provenía de la Visitaduría Ministerial y de la Fiscalía Desconcentrada de Investigación en Iztapalapa y era de acceso restringido en sus modalidades de reservada y confidencial, de conformidad con los artículos 36, 37 y 42 de la Ley de la materia, pues los expedientes relacionados con dicha documentación aún se encontraban en trámite.

El recurrente se manifestó inconforme porque la respuesta no estuvo debidamente fundada ni motivada. El ente no elaboró la prueba de daño ni indicó el número de acuerdo del Comité de Transparencia donde se confirmó la clasificación de información, más aún, no indicó cuál era la información considerada como confidencial que contenían los oficios solicitados y tampoco lo orientaron sobre la vía para solicitar la información.

En ese sentido, de la revisión efectuada a la respuesta impugnada no se advirtió que el ente obligado haya observado los requisitos y procedimientos previstos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, aunado a que omitió señalar cuál era la información que estimó como confidencial.

Ahora bien, de la revisión efectuada a los documentos solicitados y a la luz de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información se concluyó que no constituyen información reservada porque no se advirtieron elementos que permitieran concluir de  manera indubitable que forman parte de procedimientos que refiere el ente obligado o que su divulgación pueda dañarlos en alguna forma, más aún este ente no aportó elementos que permitan acreditar su dicho.

Sin embargo, se advierte que contiene información confidencial, siendo posible la elaboración de una versión pública.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta y se ordena al ente obligado que proporcione versión pública de los oficios requeridos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón, está usted en uso de la palabra.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias.

El proyecto de resolución es modificar; sin embargo, es importante considerar la posibilidad de revocar la respuesta impugnada y 
ordenar a la Procuraduría emitir una nueva respuesta que sí esté debidamente fundada y motivada, siguiendo en todo momento lo dispuesto por la Ley de Transparencia.

La consideración de revocar la respuesta deriva de los siguientes elementos:

1.- El ente obligado no entregó la información solicitada, la respuesta emitida es contraria a los principios de legalidad y certeza jurídica, ya que se limitó a comunicar al solicitante que los oficios requeridos eran información reservada y confidencial, sin el debido fundamento y sin observar los requisitos y procedimientos establecidos en la Ley de Transparencia.

2.- El agravio del recurrente es fundado, ya que la autoridad recurrida transgredió su derecho de acceso a la información al no entregar lo solicitado, además de la falta de fundamento y motivación en su respuesta, ya que refiere que la información no reservada y confidencial, sin elaborar una prueba de daño en la que debió indicar los motivos por los cuales reservó la información, ni siquiera señaló qué tipo de información o qué parte de la información es confidencial a su consideración, no refiere el número de acuerdo del Comité de Transparencia donde se debió confirmar la clasificación de la información.

3.- Además de la respuesta emitida no se desprenden elementos que permitan concluir de manera contundente que las documentales requeridas por el recurrente formen parte de los procedimientos que refiere el ente obligado o que su divulgación pueda dañarlos de alguna forma, más aún, el ente recurrido no aportó elementos que permitan acreditar su dicho, tan es así que no se advierte que la clasificación de la información haya cumplido con los requisitos y el procedimiento, previstos en los artículos 42, 50 y 61 de la Ley en la materia, ni que haya pasado por el Comité de Transparencia.

4.- El propio proyecto de resolución coincide con que el ente obligado violentó el derecho de acceso a la información del particular, que la respuesta no fue debidamente fundada y motivada, que el ente público debió cumplir con los requisitos y procedimientos establecidos en la ley, además de que la respuesta debió cumplir con los siguientes elementos:

I. Fuente de información.

II. Encuadrar legítimamente en alguna de las hipótesis decepción previstas en la Ley de Transparencia.

III. Acreditar la prueba de daño; es decir, que su divulgación lesiona el interés que protege y el daño que puede producirse con la publicidad de la información, es mayor que el interés público de conocerla.

IV. Estar debidamente fundada y motivada.

V. Precisar las partes de los documentos que se reservan.

VI. La versión pública correspondiente.

VII. El plazo de reserva.

VIII. Y el correspondiente acuerdo del Comité de Transparencia.

Es cuanto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- A ver, señores comisionados.

Tenemos aquí un asunto, creo que todos estamos claro en lo queremos que haga el ente, están clasificando información, ¿sí? Se nos da una idea de por qué está clasificada, o sea, nos da una idea, porque se dice que está, digamos, en trámite y que por lo cual, digamos, no ha causado Estado y esa información, pues no es pública y nos cita el artículo de la ley, la ley y la fracción. Esa parte está bien, pero no está completa, ¿sí?

Yo lo que quiero es que lleguemos, si no a un consenso, bueno sí, a un punto, digamos, en que pueda. Entonces, sí hay una respuesta, esa respuesta tiene un fundamento, está el artículo y da tal, tal y él tiene una motivación que es que está en trámite, ¿sí?

Pero la ley dice, sí está bien, pero eso te lo tiene que avalar un Comité de Transparencia, ¿sí? Donde participan varios, tal, tal, entre ellos el Contralor, donde da sus argumentos y el Comité, estamos de acuerdo, se hace el acta respectiva y se la entrega al ciudadano esa información reservada o confidencial, como fuese el caso, acompañar el acuerdo del acta lo que le da mayor validez, por decirlo así, o le da lo que la ley marca, ¿sí? En ese sentido, para que tenga más certeza el ciudadano que la clasificación está hecha bajo la ley y esto ha sido avalado por un cuerpo colegiado, por llamarlo de alguna forma, ¿no? Un Comité de Transparencia, donde está el Director Jurídico y todas esas cosas.

Entonces, aquí, digamos, hay dos opciones, digamos, que hemos tenido y todos estamos de acuerdo que obviamente hay que ordenarle al ente que cumpla con todo el procedimiento, que lo complete, por llamarlo de una forma, porque no tú como área administrativa o unidad administrativa no puede reservar y responder así y hay también la OIP, ¿eh? De aceptar esas respuestas y mandarlas, como diciendo, espérate, yo no puedo mandar esto porque no está el Comité de Transparencia, pero bueno, hay una falta de completar el procedimiento.

Entonces, hay dos posibilidades, una que está aquí en este proyecto, pero lo digo con la mejor intención, pero se contradice con otra que está en otro proyecto, que tenemos en esta mesa, que es el de la Delegación Cuauhtémoc, donde ahí se revocan por no haber pasado por el Comité y en ésa están modificando por el mismo sentido. El Comisionado Mondragón nos invita a que revoquemos y seamos consecuentes con éste, obviamente, con el que va a venir de Cuauhtémoc para revocar.

La Sesión pasada tuvimos una discusión igual y, digamos, no hubo unanimidad, hubo mayoría y es una asunto que tenemos que trabajar, digamos, en la cuestión, obviamente estos recursos los tenemos que resolverlos hoy, eso me queda claro, sin ninguna cuestión, porque, bueno, hemos platicado, existe la posibilidad de que se pueda modificar como viene en este proyecto, en el sentido de decir, bueno sí hay una respuesta, sí hay un acto que es donde está la discusión, es un acto de legalidad o no; hay legalidades a medias o no hay.

Muchos opinaron la vez pasada que no hay legalidades parciales, o sea, hay legalidades totales y cumplen con todo, pero también hay otro argumento, -y lo digo en la mesa- no lo tengo que defender, lo defenderá el propio, que no tenemos como Instituto el asunto del control de legalidad como tal, sino entonces hay un acto ahí que es una respuesta, ¿sí? Pero que le falta una parte de procedimiento, entonces una opción es modificar para que lo mandes a tu Comité de Transparencia, tal, tal, el resultado va a ser el mismo, ¿eh? En las dos versiones.

Y la otra es revocar porque el acto no cumple con la legalidad y entonces te revoco todo el acto y lo pasas por el Comité de Transparencia. Yo nada más pongo en la mesa ese tipo de cuestiones, ahora me reservo mi opinión, quiero oír argumentos de los comisionados, ya oí, obviamente el del Comisionado Mondragón.

Comisionado, ¿quién va?

No, para ir equilibrando, ¿no?

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muy buenos días estimados comisionados, personal del Instituto.

Me parece que, un poco lo comentábamos ahorita con el Comisionado Mondragón, que evidentemente sé que la intención es que tengamos que ser congruentes y coherentes con lo que resolvemos en este Pleno.

Me parece que, así de una vez abordamos, aunque en distintos momentos, pues la discusión de estos dos recursos y lo que dice el ciudadano Presidente, me parece que pone el dedo en la llaga, que es y lo que les he venido diciendo, me parece que no tenemos nosotros facultad para hacer control de legalidad. Lo que hace este Pleno es garantizar el derecho al acceso a la información pública y protege los datos personales.

¿Por qué lo digo? Porque precisamente hay argumentos, básicamente, no en éste, pero sí en el Recurso 1926 de Cuauhtémoc que me he reservado, en donde evidentemente se hace, porque ha venido de la discusión de hace dos plenos el asunto, precisamente de que no le damos validez legal a los actos de los entes, cuando éstos han respondido, la respuesta no es evidentemente satisfactoria y hay además una carencia en el asunto del procedimiento para clasificar la información.

Por supuesto que si nosotros nos remitimos a la historia de este Pleno, lo que hemos generado es un procedimiento en donde, como no se ha pasado por este proceso, lo cerramos, modificamos el asunto de la respuesta y hacemos que el ente entregue el tema.

A mí me preocupa que el argumento que estamos poniendo en la mesa es sobre la legalidad y la validez legal del acto y lo que estamos básicamente suprimiendo es que, como no pasó por el asunto del Comité, el acto no es legal y por lo tanto, deberíamos de revocarlo, cuando el acto jurídico existe, cuando finalmente hay una respuesta que puede ser del todo mala, pero existe ese asunto y por lo tanto nosotros lo que debemos ordenar es el garantizar la información, dada al asunto del recurrente.

Miren, nada más les cito un poco cuál es el argumento para revocar en el otro caso y dice que el acto impugnado no tiene validez porque, digamos, no ha pasado y no hay un pronunciamiento previsto en el Artículo 50 de la ley. En primer lugar porque no fue emitido por la autoridad competente, esto es por el Comité de Transparencia, pero, miren, el asunto de hacer, de poner que el Comité de Transparencia sea una autoridad competente es un poco excesivo, o sea, no es una autoridad competente.

Y lo otro, es que finalmente con esto nosotros estamos volando la legalidad del acto; es decir, estamos haciendo una cosa que hasta donde yo entiendo solamente tiene la Suprema Corte de Justicia y, exactamente, el asunto de los, de algunos, digamos, circuitos colegiados en materia de amparo, que es control de legalidad, control de constitucionalidad.

Por eso digo, sin dejar de garantizar el asunto del derecho al acceso a la información, sí debemos pedir que se cumpla con el asunto del procedimiento, que haya certeza, que haya coherencia en lo que se dé y evidentemente que, digamos, el objetivo que tiene este Instituto que es garantizar el asunto del acceso se cumpla cabalmente con todo el procedimiento y la formalidad que nos establece el asunto de la ley y que si podamos un poco, digamos, reconsiderar la posibilidad ésta que estamos haciendo de control de legalidad, que me parece que es una discusión que sin duda viene por las resoluciones de la Corte, en el caso Florence Cassez, que por supuesto hay todo un asunto de convencionalidad, que por supuesto hay toda una discusión en términos del pro homine, yo lo sé, pero finalmente este Pleno resuelve en términos del derecho al acceso a la información y no sobre el asunto del control de la legalidad.

Entonces, yo, ése es el argumento, simplemente para decir que sin pasar por todo el asunto, o sea, sin dejar de lado todo el procedimiento que nos da el asunto de la ley pudiéramos, simplemente en los dos casos modificar para que pase por el 50, por su Comité de Transparencia, garanticemos el asunto del acceso y podamos darle vida al asunto del derecho.

Eso es un poco lo que pongo en la mesa, me parece que también lo ha planteado el ciudadano Presidente, necesitamos hacer una reunión de trabajo sobre este tema y si también este Pleno tiene y encamina a que necesitamos tener elementos de control de legalidad y de convencionalidad, pues vamos, lo podemos hacer, pero plantémoslo de una manera, digamos, enrutada y debidamente fundada y legitimada.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez, si nos hace favor. 

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Siguiendo los argumentos del Comisionado Mucio, pues todo aquello que está regulado tendríamos que darle trámite y no irnos por el tema del procedimiento y cumplimiento a la ley.

El Artículo 63 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal otorga como una de las facultades y obligaciones del propio Instituto, y lo voy a leer, dice: “El Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal es un órgano autónomo del Distrito Federal, con personalidad jurídica propia y patrimonio propio, con autonomía presupuestaria, de operación y de decisión en materia de transparencia y acceso a la información pública –y sobre todo y lo subrayo aquí-, encargado de dirigir y vigilar –y vigilar- el cumplimiento de la presente Ley y las normas que de ella deriven”, vigilar el cumplimiento de la presente Ley.

Luego entonces, el Artículo 50 describe que tiene que pasar por Comité de Transparencia para que tenga validez el acto.

El Artículo 6º de la Ley de Procedimiento Administrativo, y aquí es donde se  fundamenta la resolución y el argumento, se dice. “Se consideran válidos los actos administrativos que reúna los siguientes elementos: -y se dice- estar fundado y motivado”; y a la novena dice: “Expedirse de conformidad con el procedimiento que establecen los ordenamientos aplicables”, que en este caso lo establece el Artículo 50. 

Luego entonces, el acto o la entrega, como no pasó por Comité de Transparencia, el acto es inválido y no hay más. O sea, nosotros lo que estamos sosteniendo es que sí hay un procedimiento y está establecido en la ley, está fundado y motivado, por lo tanto si no se pasó por ese procedimiento, por lo tanto ese acto es inválido, y es un requisito de validez para que el acto jurídico nazca. 

Por lo tanto, mi posición es que se revoque el acto y se pase por Comité de Transparencia.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- En términos esenciales la función del Instituto es garantizar el acceso a la información pública, sin embargo aquí en este caso que estamos analizando pues, efectivamente, ya sea que modifiquemos o ya sea que revoquemos, estamos implementando acciones, estamos provocando reacciones que van a dar como resultado que se dé el acceso a la información pública o que, en su caso, se funde y motive el por qué dicha información es de carácter reservado. Digamos que en lo esencial el Instituto está cumpliendo con su función. 

Sin embargo, esta función del Instituto no es así nada más de manera voluntarista, sino que existe precisamente una ley. Y dentro de la ley y dentro de los logros de las reformas que ha tenido esta ley a lo largo de su existencia, pues está precisamente la implementación, la instrumentación de los comités de Transparencia, porque antes de ello no solamente aquí en el Distrito Federal, sino en gran parte de la República no había –digamos- certeza jurídica o una instancia que garantizara de mejor manera para dar esa certeza jurídica y esta legalidad, un procedimiento para revisar, revisar la información, clasificarla, hacer la prueba de daño, en su caso declarar la inexistencia de la información.

Luego entonces, esta instancia que es el Comité de Transparencia  tiene un papel relevantísimo, relevantísimo en las reformas y que para eso, precisamente, fue para lo que se instituyó.

Y la ley nos obliga a nosotros como comisionados, efectivamente, vigilar el cumplimiento no solamente de que den acceso a la información, sino que este acceso se dé de acuerdo a toda una normatividad y todos los procedimientos que esta normatividad implica.


Es por ello que estoy sometiendo a esta consideración de revocar la respuesta del ente. Y, ¿por qué revocar? Precisamente porque no está cumpliendo con algo esencial de una instancia que es relevante para la garantía del ejercicio del acceso a la información y que no quede en manos de los funcionarios a los que les llega, como antes sucedía, la solicitud de información y que ellos de manera discrecional decidan, tal vez no con mucho fundamento, tal vez no de acuerdo a un procedimiento, tal vez no un Acta que de repente levanta el Comité de Transparencia.

Ahora bien, esto depende de cómo nosotros queramos darle esa significancia. Si nosotros modificamos la respuesta, creo que esa es una señal, porque todas las resoluciones de nosotros son una señal, son un precedente para todos los entes. Y la idea de decirles: “No va a pasar una respuesta, no te voy a modificar”, yo estoy partiendo de la hipótesis de que revocar es un pronunciamiento mucho más fuerte, más enérgico que la modificación.

Entonces, si queremos –digamos- fortalecer que los entes no tengan la tentación de ninguna manera, por ningún motivo, en ninguna circunstancia de omitir la actuación del Comité de Transparencia, pues lo que debemos de hacer es revocar para darles ese mensaje. Es, digamos, lo que yo pienso en este momento.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel 

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- En términos del argumento general, pues ya me expresé en la parte anterior. Yo insisto en que sí debemos de revisar el asunto del alcance de las resoluciones del asunto del Pleno en términos de fondo, porque lo que dice el Comisionado David Mondragón es cierto, finalmente lo que debemos de garantizar es el asunto del acceso a la información y tenemos varias vías para eso, pero el asunto es cómo fundamos, motivamos y hacemos el acto legal nosotros mismos en términos de lo que estamos ordenando al asunto del ente. 

Me parece que pareciera simplemente un asunto de matiz el ir por revocar o modificar, sin embargo los argumentos cambian si vamos a revocar o vamos al asunto de la modificación.

Y yo solamente pondría en la mesa, en este caso en particular y viendo el tema de acceso a la información, en que la respuesta es parcialmente fundada, o sea, sí está la respuesta. 

Pero además hay un elemento previo, o sea, el ente dice que se actualiza la hipótesis del 37, siguiendo antes el asunto del 36, que tiene toda la obligación de los entes de salvaguardar la información que se encuentre en las características de confidencial, reservada, restringida, etcétera. Me parece que sí cumple en términos de acceso con esa parte. 

Dice que la hipótesis del 37 se actualiza y sin embargo le falta concluir con el asunto del procedimiento del 50, que es evidentemente que pase por su Comité para dar certeza y para que resguarde la información que pueda ser de carácter sensible, restringido o confidencial y pueda entregar el acceso.

Yo por eso digo que esta parte está, o sea, no hablamos de un acto de invalidez, no hablamos de un acto ilegal, no hablamos de un acto en donde haya desaparecido básicamente el hecho que genera el que hoy lo discutamos, que es el asunto del recurso, porque sí hay ahí una respuesta que evidentemente está parcialmente fundada, pero que por supuesto el origen es que resguarda la información y que falta pasar por el asunto del 50.

Me parece que cuando nosotros decimos que si no pasa por el 50 no le damos validez al acto, estamos haciendo un asunto que va más allá de la interpretación que nosotros podemos hacer del asunto de la ley, y me parece que el Comité es una instancia que permite, precisamente, resguardar la información que tiene un carácter de restringida, confidencial y, por lo tanto, esta instancia permite sobre todo salvaguardar derechos de terceros.

Me parece que decir que porque no se cumple con un procedimiento, que finalmente hay que –digamos- lo que resolvamos en este Pleno, lo que estamos haciendo es que finalmente el ente pueda pasarlo por su 50, acabar el procedimiento y darle certeza, garantía y entregar la información, que finalmente es eso.

Lo único que es el matiz es el asunto de cómo está, y en este caso sí me parece que subsiste, o sea, parcialmente el asunto de la respuesta, que el ente sí hace un esfuerzo por actualizar el asunto del 37 y lo que le falta y que nadie se opone a ello, por supuesto, es que pase por el 50 para dar certeza y que pueda entregar la información.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres, está en uso de la palabra. 

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Creo que será importante trabajar más respecto de qué entendemos por legalidad, validez, en fin, todo eso. 

Creo entender finalmente el espíritu de lo que dice el Comisionado Mucio Israel, aunque no estaría así de acuerdo en todo, todo tal, como lo ha fraseado, creo que ahí es el problema en cómo está fraseando las cosas.

Por ratos me da la impresión que equipara control de legalidad con control constitucional, que también no creo que sea lo apropiado, por lo que entendí en una intervención anterior.

La parte de si es válido o no porque se cumple un procedimiento, que además está en la ley, ahí sí creo que tendríamos que estar muy, muy de acuerdo. O sea, si no cumples con un procedimiento que está ahí no te lo puedo validar, o sea, cómo vas a dar una información clasificada, un documento testado –digamos- si antes no pasó por el Comité de Transparencia, eso no es válido. Entonces, regrésate, haz el procedimiento correcto y ya será el Comité de Transparencia, que también ahí tenemos que definir si es autoridad o no, a qué le llamamos autoridad. Es la instancia, en todo caso, que tiene la autorización de testar un documento, de hacer una versión pública, de revocar, confirmar o dar la clasificación que previamente hace la unidad que tiene la información que se está solicitando o de decidir una versión pública que se entregue.

Entonces, es muy importante poder trabajar más sobre estos términos para que no quede margen de error o de interpretación y sobre todo de contraponernos en casos que se antojan similares. En esta misma sesión creo que vienen tres, éste es uno de ellos.


Creo que también la cita que hace en un momento anterior el Comisionado Mucio Israel de un recurso que al ratito se va a discutir, genera también, que aparte del problema de interpretación y de comprensión de lo que estamos diciendo, la parte tan rígida.

Tampoco me convence mucho de irnos a la parte de solamente lo legal, legal, legal, porque ahí damos, nos estamos cerrando, pues, caminos, rutas para resolver en beneficio del ciudadano, finalmente de la máxima publicidad de la información, entonces creo que debemos matizar esas cosas.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- En segunda vuelta todavía, Comisionado Presidente tiene la palabra. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Después de escuchar y creo que es un asunto, en eso sí lo comparto, que podemos y debemos continuar, a parte de la votación que tengamos el día de hoy discutiendo, creo que una buena oportunidad también será el curso-taller –yo diría- que vamos a tener con el doctor Carbonell porque viene sobre estos temas también.

En ese sentido, simplemente o pedirle su opinión, obviamente como opinión, ¿no? Cada quien, obviamente, tiene su propio criterio, etcétera, y en sí en su momento también alguno que otro jurista que quisiéramos. Creo que es un tema a seguir discutiendo, quiero que no se cierre a la decisión; hoy, obviamente, hay que tomar una decisión, tenemos dos recursos en ese sentido. 

Yo iría por sostener la posición que tuve todavía, no sé, en un momento la sesión pasada, la de revocar porque si bien es cierto hay un acto ahí, no cumple totalmente y no puede haber como media legalidad, legalidad completa. No está el acto, no quiero hablar del procedimiento del acto como la ley la contempla.

Y como ya lo comentaba el Comisionado Mondragón, uno de los principales problemas que tuvo la Ley del Distrito Federal y muchas leyes, primero fue la posibilidad de que se hicieran acuerdos clasificatorios por los titulares. 

Si todos recordamos un acuerdo clasificatorio que, obviamente, en ese sentido y que fue muy criticado pero actuó en términos de la ley, no había un acto de ilegalidad en ese acuerdo clasificatorio dado que la ley lo permitía.


Después de eso, obviamente se quitaron esos acuerdos clasificatorios y se pasó a que sólo las unidades podían reservar, fundando y motivando, pero las unidades. Y ahí lo que pasaba muchas veces es que había unidades administrativas, y voy a poner el caso de administración, donde a veces no hay muchos abogados y entonces para ellos todo era reservado en ese sentido y se echaban ahí sus fundamentos, como Dios le dio a entender, que porque era la contabilidad y que era esto y que no sé qué y este tipo de cosas.

Y entonces se pasó a esta tercera etapa de poner a los comités de Transparencia, porque hay otra cuestión que sucedía muchas veces, los titulares: “Oye, me revocaste”, “es que este asunto lo reservamos”, “sí, sí lo reservamos, pero yo nunca supe, yo por mí lo hubiera dado”. 

Entonces, en el Comité de Transparencia hay un representante del titular, yo sé que el titular, pues obviamente por su agenda; hay un representante del titular que cuando menos le entera: “¿Sabes qué? Estamos reservando este asunto, ¿eh?”.

En ese sentido, está el Contralor, que también es importante, y está el Director Jurídico, que porque si el área administrativa se echó una fundamentación, una motivación así o el área, no sé, de Tecnologías de la Información tal, tal, pues el Jurídico puede decir: “Miren, pues tal, tal”, es el momento en el Comité de Transparencia. 

Yo estoy de acuerdo que matizáramos el de la autoridad. Supongamos que el Comité de Transparencia es la instancia que tiene la función de hacer las clasificaciones de reserva de confidencial, para después ser  entregadas al ciudadano.

Yo también matizaría que la respuesta es ilegal, la  respuesta no cumple con los extremos que la ley marca. Sería para matizar esa redacción en ese sentido.

Comisionado David Mondragón, está usted en uso de la palabra. 

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.-  Sí, yo que efectivamente vamos encontrando el punto clave para resolver el tema, y el asunto es que precisamente como empezó el Comisionado Mucio diciendo que no somos una instancia de control de constitucionalidad o de control de legalidad, en lo cual coincido con él.  Y esto creo que se debe, la inquietud que le surge al Comisionado debo creer que se debe precisamente a la forma en como está redactado.

En el caso del recurso siguiente que vamos a tratar, que dice: “Como el anterior, puede afirmarse que el acto impugnado por esta vía no es válido”, entonces esa afirmación que no es válido posiblemente es la que suscita, porque no somos de control de legalidad o de control de constitucionalidad, según esta hipótesis.

Y por ello, precisamente creo que es muy adecuada la propuesta coincidente del Comisionado Torres y el Comisionado Presidente en el sentido de modificar la redacción para que quede claro que no se siguió el procedimiento de la ley en la que el Comité de Transparencia, que es la instancia competente, en vez de la autoridad, por ejemplo, tomó cartas en el asunto. 

Entonces, creo que por ahí puede ir y, bueno, esto a reserva de en la próxima reunión, que todos estamos de acuerdo en discutir esto más ampliamente, y a reserva de que en esa reunión tengamos mucho más elementos y tal vez nos dejemos convencer por los argumentos del Comisionado Mucio, pues con la información que yo tengo en este momento disponible no es posible, por eso insisto, iría en el sentido de revocar. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel, está usted en uso de la palabra.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias. Sí tenemos que mostrar cierto grado de coherencia con lo que, por supuesto, tenemos que resolver. 

Yo le comentaba al Comisionado David Mondragón antes de empezar la sesión, precisamente, que si era necesario homogenizar nuestros criterios en los dos recursos que son –digamos- muy, muy parecidos. 

En el caso que estamos viendo, si ustedes ven el asunto de la respuesta que da el ente, o sea, dice: “Se hace referencia que la fuente de la misma es proveniente de la Fiscalía tal, tal, tal, de ta, ta, ta, por lo que con fundamento en el Artículo 37, fracción IX, dicha documentación no puede ser divulgada, toda vez que los expedientes relacionados se encuentran en trámite y el daño que puede producirse con su publicidad es mayor que el interés de conocerla”. 

Y, precisamente, el agravio que le da origen al asunto del recurso es que dice: No estuvo debidamente fundada ni motivada, pues aunque refiera que la información es reservada y confidencial, no elaboró una prueba de daño en la que indique los motivos por los cuales reservó la información.

Si nosotros vamos al asunto de la revocación estamos invalidando la respuesta que es, evidentemente, parcialmente legal y que me parece que el asunto de decir: revoquemos, sí estamos dándole, o sea, de fondo el asunto de validez, o sea, de control de legalidad.

A lo mejor lo fraseo mal, como dice el Comisionado Torres Rogelio, pero sí estamos yendo al fondo, que finalmente por no cumplir, y estamos, y es que me preocupa nada más que estamos pasando por alto, tanto la respuesta que da el ente, que es sin duda alguna uno de los elementos que nosotros debemos de tener enfrente para resolver, y el otro el agravio de por qué se queja el recurrente y de lo que se queja es de que no está debidamente fundada y motivada y no hay prueba de daño. 

Es decir, por supuesto que nosotros advertimos que tiene que pasar por el 50 para que venga el asunto de la prueba de daño y que nos explique por qué publicitar esa información genera mayor costo que el de no publicar.

Y por otro lado, el asunto de que revocar, estamos volando el acto en su totalidad. ¿Por qué? Digo, pero de acá no se desprende que el acto no existe y de que no hubo nada, y entonces por eso yo digo: el matiz entre revocar y modificar sí es un poco amplio.


En el otro caso me parece, porque si nosotros vamos por revocar lo que tenemos que hacer en el otro caso es mantener el asunto de la revocación porque es lo mismo, y sin embargo los argumentos son distintos y vamos a tener allí un problema. 

Y yo digo: sí estamos haciendo una interpretación que va más allá de lo que finalmente nos permite, yo digo, garantizar el asunto del derecho al acceso a la información.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más, señores comisionados? Si no es el caso, voy a someter a votación. 

Hay dos propuestas, como es claro. Voy a someter primero la que viene en el propio recurso y luego la que se ha hecho aquí en la mesa.


Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1898, Procuraduría General, el sentido sea modificar, favor de levantar la mano.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del Recurso 1898 el sentido sea revocar, favor de levantar la mano. 
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Los términos de votación de este…

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más para anexar al recurso que se vota mi voto disidente. 
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Los términos de votación de este Recurso RR.SIP.1898/2012  es el siguiente: 

La propuesta de que el sentido de la resolución es modificar, como viene en el proyecto, dos votos, de los comisionados Mucio Israel Hernández y Alejandro Torres Rogelio.

La propuesta de que el sentido sea revocar, tres votos, de los comisionados Oscar Guerra, Luis Fernando Sánchez, David, Mondragón Centeno.


Se estaría ajustando el proyecto para efectos de sustentar la revocación de la respuesta del ente. Obviamente se estará matizando el término de autoridad del Comité y referirlo como instancia y matizar que el acto no es legal, sino no cumplió con el procedimiento que establece la propia ley.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, el Recurso 1899.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Consejería Jurídica y de Servicios Legales, Expediente RR.SIP.1899 de 2012.

Se realizaron diversos requerimientos relacionados con dos folios reales y dos escrituras públicas. El ente obligado señaló que para conocer la situación registral de un predio era necesario ingresar un escrito mediante el cual se indicara el tipo de trámite registral del que se requería la información.

Respecto al motivo por el cual el folio real con terminación 38 se encuentra en el Jurídico del Registro Público de la Propiedad y el Comercio, se debía solicitar la expedición de un certificado de libertad de existencia o inexistencia de gravámenes, limitaciones de dominio y anotaciones preventivas único, previo pago de derechos.


El recurrente se inconformó al manifestar que no existían elementos para condicionar el medio y la forma de entregar la información, así como el motivo por el cual el folio real con terminación 38 se encontraba en el Jurídico del Registro Público de la Propiedad y el Comercio y menos exigir el pago previo.

En ese sentido, del análisis a la normatividad que rige la actuación del ente obligado, específicamente la Ley Registral para el Distrito Federal y su Reglamento, en relación con lo solicitado por el particular se concluyó, por un lado, que el ente obligado no le informó el o los trámites que debería realizar para conocer la información de su interés en el numeral uno, incisos a), b), c), d), e), f) y g).

Por otro lado, si bien le indicó que la única forma de obtener el motivo precisado en el inciso h) del numeral uno era necesario el trámite denominado “Certificado de libertad de existencia o inexistencia de gravámenes”, previo pago de derechos correspondientes, de conformidad con el Código Fiscal del Distrito Federal, concluyéndose que fue correcto lo informado por el ente recurrido.

No obstante lo anterior, fue omiso en cumplir en todos sus extremos los requisitos previstos en el Artículo 49 de la ley de la materia en la orientación de dichos trámites.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y ordenarle al ente obligado que cumpla en todos sus extremos los requisitos previstos en el Artículo 49 de la ley de la materia, a fin de satisfacer los incisos a) a h) del numeral uno. 
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra el Comisionado Oscar Guerra. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución, simplemente es sobre la orden.

Se considera que el numeral uno, en la orden de los incisos a), b), c), d), e, f), g), referente a la orientación señalada en la orden no forman parte de la litis, por lo que se considera que se deben sacar de la misma, y sólo dejar el análisis del punto uno, inciso h), del cual se coincide con el análisis realizado en el proyecto lo anterior, ya que el particular sólo se queja de la modalidad del concepto de libertad de gravámenes relacionados con el inciso h)

¿Alguien más? Licenciada Diana Hernández. 

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- Es una sugerencia. Nosotros consideramos para la elaboración del proyecto incluir dentro de la litis los incisos a) a h), porque el agravio del recurrente va en dos sentidos: que efectivamente se le está exigiendo el pago de derechos, pero también que se le está orientando a trámite.

Dentro de la respuesta y lo que refiere el ente dentro de su informe de ley respecto a los incisos a) a g), que es en la primera parte que dividimos el agravio, le dice que tendrá que realizar el trámite y que para conocer qué tramite se remita a la página de internet a buscarlo y él busque los requisitos.

De lo que se ha venido resolviendo, nosotros hemos advertido que cuando se orienta a trámite se le tiene que decir de manera específica qué trámite tiene que realizar para conocer cada solicitud de información los requisitos, tiempos, costos y el procedimiento a seguir.

Para la primera parte del punto uno, que son estos incisos a) a h), únicamente le dice: “busca en internet cuáles son los trámites, si es que no los conoces, y preséntalos ante la Consejería”. En ese sentido es que nosotros al ver que el agravio era: “Me estás orientando a un trámite como requisito para acceder y me estás diciendo que haga pago de derechos”, advertimos que la orientación fue inadecuada al no darle precisamente todos los requisitos, así lo consideramos nosotros. 

Si ustedes consideran que efectivamente no lo incluye el agravio, bueno, sería como bien propone usted, quitarlo de la litis. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra el Comisionado Presidente. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Primero, estoy de acuerdo y ha sido criterio y creo que sí, que si yo te voy a orientar en un trámite yo te tengo que decir el trámite, en eso estoy totalmente de acuerdo, lo hizo el Secretario de la Secretaría de Finanzas en los datos personales, pero hasta le dice: “Tal, tal, tal”, casi lo lleva de la mano. Estoy de acuerdo, pero cuando yo me inconforme de eso.

Yo no me inconformé de eso, yo me inconformé solamente del concepto de libertad de gravámenes relacionado sólo con el inciso h). Lean el agravio.

Porque aquí, entonces, si el señor ha dicho: “¿Saben qué? Aparte de estos trámites que me orientaron, me mandaron al portal, no me dijeron en qué consisten los trámites”, adelante, el agravio es claro porque así debe de ser.

Pero a lo mejor el señor ya se subió al portal y dijo: “¡Ah! Aquí están los trámites tal, tal, tal”, no tiene por qué quejarse. 

No fue la forma. Si él hubiera dicho: “¿Saben qué? Me orientaron a unos trámites y sólo me dieron un portal, no me dijeron qué trámites en específico”. Yo estaría  de acuerdo con la resolución así, pero no veo ese agravio. Ahora, si está ese agravio y yo no lo vi, entonces sí, porque entiendo, de lo poco que he aprendido de Derecho, que finalmente lo que es la litis es el agravio.


A lo mejor el señor, de verdad, se asomó al portal y ahí estaban los trámites y dijo: “Ya para qué me quejo de eso, me quejo del inciso h) porque ahí sí tengo un problema”, y eso tal, tal, y  eso estoy de acuerdo que obviamente, como está la orden se tiene que modificar para que se le entregue ese asunto.

¿Algún comentario? ¿Alguien más que quiera tomar la palabra? 


Voy a someter a votación 

El sentido es el mismo, entonces voy a votarlo en lo general y en lo particular voy a votar como viene en el proyecto y la propuesta que se ha puesto en la mesa. ¿Les parece? 


Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido de la Resolución 1899, el sentido sea modificar, favor de manifestarlo. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- En lo general, por unanimidad, se aprueba el Proyecto 1899
C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, voy a votar dos propuestas, la primera es la que viene como en el proyecto, que obviamente se modifique para que le indique los trámites, etcétera, etcétera, atienda todos los puntos, del a) al h).

Y el otro es que solo se modifique para que se pronuncie respecto al h), dado que no hay ningún agravio referente a los puntos a) a la g).

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que se modifique para que se pronuncie sobre todos los puntos, como viene en el proyecto, favor de levantar la mano.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que se modifique sólo para que se pronuncie respecto al inciso h), favor de levantar la mano. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- En lo particular de la votación de este recurso, la votación es la siguiente:

Que sea atendido en términos como viene el Proyecto dos votos, del Comisionado Alejandro Torres, Mucio Israel.

De que sea atendido exclusivamente en lo que respecta al punto uno h) tres votos, de los comisionados Oscar Guerra, David Mondragón Centeno, Luis Fernando Sánchez.

Obviamente estaríamos ajustando el proyecto para dejar la instrucción respecto al uno h).

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al siguiente recurso, que es el 1907.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Fideicomiso Central de Abasto de la Ciudad de México, expediente RR.SIP.1907 de 2012.

Se requirió el fundamento legal bajo el cual fueron autorizadas las concesiones por los servicios sanitarios y peaje. 

Se respondió que, en virtud de que en la Gaceta Oficial del Distrito Federal del 7 de febrero de 2012, se determinó excluir al Fideicomiso de la administración pública.

Al no ser un ente obligado no se encontraba sometido a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

El recurrente se inconformó al manifestar que no proporcionó información alguna, señalando que no era un fideicomiso público. Sin embargo, la publicación de la Gaceta, a la cual hizo referencia en el año 2012 y las concesiones respecto a las cuales se solicitó la información, eran de años anteriores, por lo que se transgredió su derecho constitucional.

Las consideraciones del proyecto son que, revisadas las actuaciones del aviso por el cual se da a conocer el padrón de entes obligados al cumplimiento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información pública del Distrito Federal y de la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal, así como del Artículo Tercero Transitorio del Acuerdo por el que se da a conocer la relación de fideicomisos públicos de la Administración Pública del Distrito Federal, se concluyó que contrario a lo aseverado por ente público en su respuesta, sí se encuentra sujeto al cumplimiento de las obligaciones en materia de transparencia, resultando así fundados los agravios del recurrente, por lo que el ente recurrido deberá emitir una respuesta en la que atienda la solicitud de información.

El sentido del proyecto es revocar la respuesta impugnada.

Asimismo se da vista a la Contraloría General del Distrito Federal  al no atender la recomendación emitida por este Instituto, en un recurso de revisión, cuyos antecedentes son el 776 de 2012 y el 1677 de 2012.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra el Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Primero, punto número uno, para que quede claro, el Fideicomiso de la Central de Abasto es un sujeto obligado en los términos que lo marca la ley y obviamente el agravio es válido en ese sentido.

Aquí tenemos una cosa que también hemos discutido y que también debemos tener en cuenta en este trabajo, está bien, el agravio es válido, “sí señor, te revoco para que le emitas un pronunciamiento.”

¿Cuál va a ser el pronunciamiento?

Bueno, aparte el amparo.

¿Cuál va a ser el pronunciamiento?

“Yo no soy competente. La competente es la Secretaría de Desarrollo Económico en su Dirección General de la Central de Abasto.”

¿Debemos entrar o no al fondo?

Yo digo, sí, hacer un análisis de lo que estamos ordenando. O sea, tenemos que analizar la naturaleza de la información que está pidiendo el solicitante.

Porque si nos vamos otra vez a la información y revisamos los manuales de administración del Fideicomiso, aunque tiene una dirección que se llama igual y el Manual de Administración de la dirección que está en la Secretaría de Desarrollo Económico, nos damos cuenta que la que tiene las facultades para otorgar las concesiones, es la Secretario de Desarrollo, a través de su dirección.

Imagínense un fideicomiso público-privado, bueno, aquellos dicen que no es público-privado, dando concesiones, ya digamos eso sucedería, él tiene que operar las concesiones y que esa es la cuestión que nos lleva a algunos a pensar a veces, que sí es un sujeto obligado, dado que hay concesiones que el Estado ha otorgado a particulares para vender, etcétera, etcétera.

Pero, ahora, a lo mejor el sentido puede estar, el recurso puede estar bien, pero ¿qué le va a resolver al ciudadano? Digamos, no se ampara y dice: “órale, retomo la resolución del Instituto y me dice que me pronuncie, me voy a pronunciar”, orientándolo la Secretaría de Desarrollo Económico. Eso puede ser.

La otra es que nosotros y esto es, digamos, a la mejor de forma, de hasta dónde tenemos que llegar. No tengo duda que se debe revocar, porque eso de que no soy sujeto obligado ya lo hemos discutido muchas veces, pero si vamos a entrar a análisis de la información, si entramos al análisis de la información, nuestra orden puede ser más completa:

Revocamos para que orientes a la Secretaría de Desarrollo Económico, la solicitud vía correo electrónico, dado que, y podemos fundamentar por qué, porque ahorita me lo están  trayendo para leerles el artículo específico del Manual de Administración, de la Dirección de la Central de Abasto que depende de la Secretaría de Desarrollo Económico.

Y es evidente que obviamente es una dependencia totalmente pública que depende del Ejecutivo, aquí no hay duda, es parte de la Administración Pública, la que puede otorgar concesiones. Yo no veo fideicomisos otorgando concesiones, veo operando concesiones.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SANCHEZ NAVA.- Yo tendría duda ahí.

El tema si es competente, que si no es competente, primero, ratificar efectivamente que el Fideicomiso sí es un  ente público, ahí no hay debate.

Por otra parte está el tema de si entramos a la naturaleza de la información o no, porque aquí la solicitud dice: “Deseo saber bajó que fundamento legal fueron autorizadas las concesiones otorgadas por los servicios de baños y peaje en la Central de Abasto”.

Ahí el ente dice, “pues yo no soy ente obligado” y de eso se queja, que no le entrega porque no es ente obligado, porque no es ente obligado. Ahí está el tema de la queja.

Yo me iría por que se mantuviera así como está la propuesta de resolución y, por otra parte, en el tema, si ya nos metiéramos a fondo en las competencias, etcétera, etcétera, de los dos fideicomisos, bueno, de la Dirección General de Central de Abasto que depende de la Secretaría de Desarrollo Económico, con la competencia del propio fideicomiso, aparecen en los dos portales la misma estructura exactamente, la misma Dirección General de la Central de Abasto, Dirección Jurídica, Subdirección de Asuntos Jurídicos, CUT de convenios y contratos y por otra parte la Dirección de Normatividad Comercial y las dos subdirecciones y las CUT’s obran.

Y exactamente es el mismo organigrama que utiliza la dirección como el fideicomiso, entonces ahí yo tendría la duda, más bien, yo afirmaría que sí es competente y por otra, me gustaría hacer un pronunciamiento respecto de esta insistencia y renuencia de parte del fideicomiso.

Encontré una observación ahí también, en la página 16, primer párrafo, donde se refiere que el ente obligado adujo que es un ente público, que no se encuentra sometido a la Ley de Transparencia, afirmación que no es correcta, pues de la lectura de la respuesta del ente se aprecia que lo que en realidad dijo fue: “por lo que al no ser fideicomiso, el que nos hemos referido, un ente público, no se encuentra sometido a la Ley de Transparencia”, por lo que se sugiere corregir la cita de mérito.

Y hecha la observación anterior, quiero destacar la insistencia de renuencia del Fideicomiso Central de Abasto de la Ciudad de México, a transparentar la información pública que la ley de la materia le obliga.

A este pleno nos sorprende saber que desde el año 2009 el señalado fideicomiso viene presentando una actitud renuente en contra del incumplimiento de las resoluciones de este pleno, que le ordenaban entregar información pública a los solicitantes.

Tal actitud se ha traducido en la presentación de múltiples amparos, para ser concretos, seis amparos a la fecha. 

Dentro de los mismos afirma no ser sujeto obligado de la Ley de Transparencia por el hecho medular de que en el acuerdo por el que se da a conocer la Relación de Fideicomisos Públicos de la Administración Pública del Distrito Federal, publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, el 7 de febrero del 2012, se le excluye de la relación de fideicomisos públicos.

Sin embargo, omite reconocer que más adelante el Artículo Tercero Transitorio del referido acuerdo, hace mención específica a su situación en razón de la exclusión de que fue objeto en los siguientes términos:

“Tercero Transitorio.- Tratándose del Fideicomiso para la Construcción y Operación de la Central de Abasto de la Ciudad de México (Fideicomiso Central de Abasto de la Ciudad de México) al no ser la Secretaría de Finanzas del Distrito Federal y fideicomitente único, conforme a lo establecido en la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal y no recibir recursos conforme al Decreto de Presupuesto de Egresos del Distrito Federal para el ejercicio fiscal 2012, continuará su gestión conforme a lo dispuesto en su contrato constitutivo y dará cumplimiento a las obligaciones en materia de transparencia y rendición de cuentas, datos personales, entre otras, de acuerdo con la normatividad aplicable”.

Por lo antes expuesto, es de sorprender que el fideicomiso que se comenta insista una y otra vez en no querer entregar información pública a los ciudadanos interesados, en los términos que la Ley de Transparencia le ordena como sujeto obligado que es al día de hoy.

Y concluyo: si bien es cierto que toda persona tiene derecho a acudir a los tribunales ante la demanda de justicia, también lo es que en el caso concreto se está acudiendo a un acuerdo administrativo que, con independencia de la correcta interpretación de su contenido, no puede estar por encima de una ley general, en este caso la Ley de Transparencia.

Y  más aún, a un acuerdo que en su parte transitorio se ocupa específicamente del Fideicomiso Central de Abasto de la Ciudad de México, sujetándolo expresamente a la Ley de Transparencia.

Seremos respetuosos de las resoluciones de la autoridad judicial, que seguramente valorarán el Artículo 88, primer párrafo, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, que establece que las resoluciones de este pleno serán definitivas, inatacables y obligatorias para los entes obligados y que sólo los particulares podrán impugnarlas mediante juicio de amparo ante las autoridades jurisdiccionales.

Respetamos el ejercicio libre y pleno de los derechos del fideicomiso y esperamos las resoluciones de nuestro Poder Judicial.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- De acuerdo con el proyecto de resolución de revocar la respuesta y dar vista a la Contraloría General del Distrito Federal.

Es reiterado que el Fideicomiso Central de Abasto se conduce con opacidad, por lo que es necesario emitir una recomendación en la que se invite a la nueva administración a conducirse con apego a lo establecido por la Ley de Transparencia, ya que es considerado como un organismo de notorio interés público, el cual actúa en auxilio de un ente de la administración centralizada, siendo éste uno de los supuestos criterios previstos por el Artículo Cuarto, fracción V, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, para ser considerado y reconocido como ente obligado, sujeto a la observancia de la ley en la materia, sin que se advierta que la inclusión del ente obligado al padrón de referencia se deba a que ejerce recursos públicos.

Es decir, de acuerdo a nuestra ley, y es la última reforma del mes de agosto, donde está la definición de ente obligado, dice “ente obligado, la Asamblea Legislativa”, etcétera, se enumeran todos los entes y al final dice:

“Y los entes equivalentes a personas jurídicas de derecho público o privado”. Aunque fuera privado, mitad público, mitad privado, o privado –dice aquí- ya se sea que en ejercicio de sus actividades actúa en auxilio de los órganos citados, este es un órgano que actúa en auxilio o ejerzan gasto público.

Ahí tenemos la disyuntiva: no es necesario que el fideicomiso en comento ejerza gasto público, pero son evidentes dos cosas: una, que, y tampoco la discusión está en si es público o privado, porque aquí ya lo salva, salvamos la discusión.

Lo que sí es evidente es que actúa como un órgano auxiliar de las instancias de desarrollo económico, particularmente vinculada con la Dirección General de la Central de Abasto, que asimismo se llama, y además el punto fundamental también está en que el suelo donde está la Central de Abasto es propiedad pública.

O sea, es un ente que está haciendo uso y aprovechamiento de recursos públicos y ya desde hace varias décadas trae la discusión y es una discusión que siempre atiende a la búsqueda de la opacidad o a justificar la opacidad de si es privado o es público.

Y lo que se ha determinado, hasta donde yo sé, y ahí sí le pediría al jurídico que nos auxiliara en esta labor, lo que se ha determinado, hasta donde yo sé, es que cualquier fideicomiso que tenga un pedazo, un peso de recursos públicos, es público, está sujeto al escrutinio público y a la rendición de cuentas.

Sobre todo en este caso que es obvio que no es un terreno que esté comprado por los particulares y que esté escriturado por los particulares.

Es un terreno que es propiedad del Gobierno del Distrito Federal, que administra este fideicomiso y que da concesiones, toma decisiones sobre el uso propiamente de recursos públicos.

También creo que es muy bueno que, aprovechando el cambio de administración, tengamos una reunión con el nuevo Contralor  respecto de este caso, porque hemos dado ya cualquier cantidad de vistas a la Contraloría en ese aspecto y no sabemos si se ha implementado algún procedimiento, en qué estado se encuentra y si hay o podría haber alguna sanción.

Y lo otro, pues obviamente platicar con el nuevo titular de la Central de Abasto para sensibilizarlo acerca de la importancia que tiene el cumplir con esta ley y buscar disposiciones.

Es decir, tratar de hacer la coincidencia para que quede muy claro el beneficio que tiene la ciudadanía, además dada la importancia de la Central de Abastos, maneja más dinero que la Bolsa de Valores todos los días, en efectivo y si esto quedara en manos privadas, que atendieran únicamente a la especulación y al comercio, sin pensar en el beneficio social y en el interés, imaginémonos una semana sin Central de Abastos, que es la que surte el 90 por ciento, bueno, para poner una semana más.

No habría abasto, de verdad, por eso precisamente en la búsqueda del beneficio social y de la importancia de lo que significa esta central en términos de empleo, no solamente para los que trabajan ahí directamente, sino para todos los agricultores y todas las industrias que hay distribuyendo sus productos, es de fundamental importancia que no dejemos que esto sea un fideicomiso privado, porque esto atentaría contra un interés social fundamental, que no solamente atiende al Distrito Federal, sino a toda el área metropolitana y a los estados circunvecinos.

Es cuanto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De verdad que difiero muchísimo de lo que se ha dicho ahorita, de los elementos, porque a veces queremos ser más papistas que el Papa. Tuvimos una reunión, en la que todos estuvimos presentes, con la autoridad del fideicomiso. 

Simplemente apoyo primero a la parte, este es el Manual de Administración, aquí se los puedo dejar, Gobierno del Distrito Federal, Secretaría de Desarrollo Económico y es el Manual Administrativo de la Dirección General de la Central de Abasto, Dirección General de la Secretaría de Desarrollo Económico.

Aquí está todo el manual, ustedes lo pueden ver, y en el capítulo seis, atribuciones, de acuerdo al Artículo 37, 53, del Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal, corresponde a la Dirección General de Central de Abasto las siguientes atribuciones:

Atribución quinta, aquí la pueden leer: autorizar las cesiones definitivas, temporales, totales y parciales, respecto a los derechos de aprovechamiento consignados en los convenios de adhesión de los participantes del Fideicomiso de la Central de Abasto, las cesiones temporales se sujetarán a la normatividad que para tal efecto expresa esta dirección.

Entonces, entiendo que podemos revocar para tal, dado que la respuesta es totalmente incompatible a como están ahorita las cosas. Tenemos un problema y lo sabemos todos los que estamos aquí, que una publicación en la Gaceta donde se publicaron los fideicomisos como sujetos obligados y se excluyó al Fideicomiso de la Central de Abasto: ya hay un transitorio, que ese es por el cual, insisto, todavía son sujetos obligados. 

Pero también conocemos cuál era el sentido de ese transitorio, que era el del Artículo 30, que faltó ponerlo ahí y mientras no lo pongan ahí, siguen siendo sujetos obligados.

El Artículo 30 dice: “Toda persona moral, organización, sindicatos o cualquier otra análoga que reciba recursos públicos”, porque en algunos momentos el fideicomiso ha recibido recursos públicos para remodelaciones, etcétera, entonces en ese momento deberá ser sujeto obligado indirecto.

Quien le otorgue los recursos, sea Finanzas, sea Desarrollo Económico, etcétera, tendrá que enterar de eso, como está en el 30, cuestión que –les aviso- ya se está gestionando con la Secretaría de Finanzas para que se corrija este error.

El Fideicomiso de la Central de Abasto si es privado, lo pueden consultar con el Banco Santander, Serfín, que es de quien depende este fideicomiso.

Los mercados públicos, el de Mixcoac, el que ustedes quieran, son concesiones que ha otorgado y que manejan privados, venden y compran jitomates, etcétera, en menor cantidad que la Central de Abasto, pero no porque sea mayor o menor, y tú no le puedes preguntar al dueño del mercado tal y tal.

Aquí nos han tocado muchas cuestiones de quién dio la concesión de los baños del Mercado Mixcoac, yo me acuerdo, y cuánto entra, porque son autogenerados. Eso sí, porque está dentro de las atribuciones de la delegación.

Entonces, señores, tenemos que entrar a esa discusión. Yo lo único que digo es que la que es, en términos de la pregunta, quien es ahorita la competente para otorgar las concesiones es la Secretaría de Desarrollo Económico, a través de la Dirección General; que se llaman igual, estoy de acuerdo, ese es otro asunto que en su momento habría que aclarar y nada más.

Comisionado Luis Fernando Sánchez, luego el Comisionado David Mondragón.

C. LUIS FERNANDO SANCHEZ NAVA.- Aquí sí quisiera hacer yo una consulta a la Dirección Jurídica, porque en el portal de internet del fideicomiso exactamente aparece la misma estructura y al parecer, esta es la pregunta, si los servidores públicos donde están, en la estructura donde menciona el Comisionado Presidente, son idénticos a los del portal de internet del Fideicomiso Central de Abasto.

Nada más eso, no tendría yo la certeza, por eso hago la consulta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias. Dos cuestiones nada más. 

La primera: mencionaba un dato y decir que en términos concretos, en los hechos, la Central de Abasto se ha conducido de una manera diferenciada.

El año pasado tuvo alrededor de 200 solicitudes de información y dio respuesta a 180. Luego entonces es contradictorio que en la que no quiere dar la información diga que no es obligado y en las otras no diga nada, simplemente envía la respuesta.

Tenemos un portal de internet de transparencia del Fideicomiso Central de Abasto, que obviamente es el de la más baja calificación, en términos de su cumplimiento, pero ahí está el portal de internet.

Y la otra cuestión que sí es fundamental para el futuro análisis que debamos hacer es que, no porque lo quiten de una lista, ya he mencionado esa frase anteriormente, te quito de la lista de los públicos y te pongo en la de los privados.

Es decir, no por pasarlo de una lista cambia el carácter y lo que nosotros estamos haciendo es analizar la naturaleza del ente. Creo que sería un gran error de la autoridad, de quien corresponda, hacer ese cambio, porque la naturaleza no cambia.

No porque te cambiemos el nombre, por ejemplo, dejar de ser quien eres. Luego entonces creo que sería un gran error, porque sería un muy mal mensaje para la ciudadanía querer que prive la opacidad o contribuir a que prive la opacidad en un ente que tiene el interés social que ya he mencionado y que por hacer uso y explotación de recursos públicos está obligado a rendir cuentas.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo con esto termino, lo veremos, acaba de decir que explota recursos públicos, no explota ningún recurso público, no tiene presupuesto público.

Hoy ha contestado algunas de las solicitudes porque ellos tuvieron las reuniones, que parece que no tuvimos las reuniones, para que no las tuvimos, porque ellos tienen claro que hubo un error en la publicación, que los tiene metidos en este embrollo.

Y está claro, clarísimo, que obviamente hay un papel fundamental que los ciudadanos del Distrito Federal tienen que saber sobre la Central de Abasto, para eso hay una dirección general en la Secretaría de Desarrollo Económico, que te puede decir a quién le ha dado las concesiones, cómo se dan las concesiones, cuánto dinero se obtiene, etcétera, porque el Estado regula esa concesión.

Es como si ahorita nosotros le dijéramos a los que tienen la concesión de la Supervía, entonces también serían sujetos obligados, o los de la autopista urbana también serían sujetos obligados desde esa perspectiva.

Quien nos tiene que dar toda la información es la Oficialía Mayor que otorgó esas concesiones. Bueno, en este caso, quien tiene que dar toda la información que tiene que ver con la participación pública, que la hay, la de los terrenos, las concesiones, todas esas cosas, es la Secretaría de Desarrollo Económico y no hay ningún acto de opacidad, no se está encerrando en ningún acto de opacidad, sino simplemente, si no, todos fideicomisos privados que operan en esta ciudad serían sujetos obligados desde esa perspectiva.

Sí tiene que haber obviamente un seguimiento puntual de cada peso público o de cada concesión, porque a veces no son pesos sino son propiedades, como se ha dicho, que se han concesionado a particulares y quien las concesiona, en este caso, es la Secretaría de Desarrollo Económico.

Vuelvo a insistir, entonces, en esa definición, la autopista urbana, usted la ha utilizado, Comisionado, está por su casa, al pagar, de todo eso nos tendría que dar cuenta la empresa que maneja eso; quien nos da cuenta es la Oficialía Mayor y aquí lo hemos definido en ese sentido.

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Bueno, a reserva de revisar bien el asunto, me parece que en primera instancia no es el caso, el caso del Metrobús, de la autopista urbana, ahí hay inversión de los particulares, ellos son los que invierten una gran cantidad de dinero para que sea posible esta concesión.

En el caso del Fideicomiso Central de Abasto es un caso donde, está en el acta de constitución del fideicomiso, es el que administra, no es que el gobierno le dio la concesión al fideicomiso y el fideicomiso simplemente reporta, como en el caso de la Supervía, al gobierno.

No, aquí tan es así, además, pues que la gente que está trabajando con plaza en la Dirección General de Central de Abastos de la Secretaría de Economía del Distrito Federal, también está trabajando allá.

Porque entonces, no, siguen, estamos con el caso de la estructura. Entonces, ¿por qué en virtud de que un funcionario que cobra o está en una plaza, aunque comento que no cobraba, está trabajando allá también?

Entonces, quítenlo de acá, porque realmente está trabajando en el fideicomiso y no en la Dirección Central de Abastos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Voy a someter a votación, creo que es un tema que tenemos que tener una reunión de trabajo y creo que lo que comentaba el Comisionado Mondragón tendremos en su momento que platicar con las autoridades competentes, Desarrollo Económico, Finanzas y el propio fideicomiso, sobre esta cuestión, sobre las cuestiones que también ya se están llevando a cabo, porque ha habido modificaciones en el asunto, en esos términos.

Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido, no, simplemente yo quería señalar que hubiéramos podido entrar a fondo. Al no entrar a fondo, obviamente vamos con el asunto.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que en el 1907 el sentido sea revocar la respuesta para que se pronuncie sobre lo solicitado y dar vista por no haber atendido la recomendación, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1907/2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces pasaríamos al recurso 1926.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Cuauhtémoc, expediente RR.SIP.1926 de 2012.

Se solicitaron los trámites que ha realizado la Delegación Cuauhtémoc para dar cumplimiento a un laudo: copia certificada de los documentos que acreditan los trámites realizados, encaminados al cumplimiento, motivo por el que no se le ha dado cumplimiento.

No obstante, los diversos requerimientos de pago, nombre y cargo del servidor público encargado de realizar los trámites conducentes para darle cumplimiento y la fecha en la que se le dará cumplimiento.

En su respuesta, el ente obligado pretendió clasificar toda la información como reservada, con fundamento en el Artículo 37, fracciones VIII y XII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

El recurrente señaló como agravio que la Delegación Cuauhtémoc fundamentó incorrectamente su clasificación, porque no solicitó información de algún expediente judicial en trámite. Además, todo lo requerido era público, en términos de la ley de la materia.

Las consideraciones del proyecto son:

Que la respuesta del impugnado no cumple con los requisitos de validez, puesto que no fue emitida por autoridad competente, comité de transparencia ni se emitió de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 50 de la Ley de Transparencia.

Ahora bien, una vez analizada la naturaleza de la información, se determinó que el ente obligado debió pronunciarse sobre los puntos uno, tres, cuatro y cinco, ya que, en términos del Artículo 26 de la ley de la materia, los particulares tienen garantizada la obtención de información sobre el fundamento, funcionamiento y actividades que desarrollan los entes obligados, como en el caso, es en lo vinculado con la obligación que tiene la Delegación de dar cumplimiento a un laudo definitivo, el cual se encuentra en fase de cumplimiento.

Sin embargo, lo requerido en el numeral dos, únicamente debe entregarse en versión pública en la que deben de testarse las cantidades de dinero por los distintos conceptos, debido a que se ubican en el causal de acceso restringido, en modalidad de reservada, prevista en el Artículo 37, fracción décima primera, del citado ordenamiento, por lo que de ordenarse su revelación se afectaría la definición de estrategias y medidas a tomar por el ente obligado en la etapa de ejecución del laudo.

El sentido del proyecto es revocar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Ya habíamos dado la discusión, por supuesto no creo que la reeditemos.

Simplemente, hay que darla, me parece que es necesario, que es fundamental. Yo lo que les planteo es que maticemos precisamente los párrafos segundo y tercero de la página cinco, donde evidentemente ustedes ya advirtieron el asunto de los autos de validez, el asunto de la autoridad competente, esas cosas, y que vayamos evidentemente por el asunto de manifestarnos por la modificación del asunto del proyecto, sin pasar inadvertido que por supuesto no se cumplió con el procedimiento establecido en el Artículo 50 y 61, fracción XI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Lo anterior para hacer que los autos de autoridad, como ustedes saben, deben de ser fundados y motivados, que es un poco el asunto de la queja y también vale la pena decir que este proyecto es particular, porque me parece que nosotros estamos ejerciendo nuestra capacidad de que los entes se pronuncien de manera fundada y motivada en los actos que les conciernen, en el asunto de la rendición de cuentas.

Sin embargo, me parece que lo que se está ordenando garantiza el asunto del derecho al acceso a la información, protege el asunto de los posibles datos personales que hay ahí.

Al mismo tiempo nada más le pediría por fuera, como lo hemos hecho, al Secretario Técnico, que se instruya al área de Tecnologías para que se borre, ya está, pero para que se borre el nombre de la persona que aparece allí.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Igual, creo que es un asunto que hay que seguir trabajando y viendo, yo hasta ahorita, con la información, como decía el Comisionado Mondragón, sostengo la idea de revocar.

Pero quisiera llamar la atención en ese sentido, también para que dimensionemos los cuerpos colegiados. Hoy por la mañana alguien me decía que jurídicamente y eso lo digo a los abogados, este país cambió.

En una semana sucedieron dos cuestiones en las cuales, digamos, no hubo ni mayoría calificada, por llamarle de alguna forma, el asunto de Cassez, donde muchos podemos estar de acuerdo, pero el problema es que había cuatro o tres.

O sea, para muchos queda claro que la decisión a lo mejor fue la correcta, para muchos, pero para tres ministros no. Y el caso, digamos, del IFE también, que se analizó, donde por una votación también dividida, de cinco a cuatro, digamos, que pudo cambiar la historia.

Porque aquí el problema que tenemos es que la orden es la misma, es que lo pase por el Comité de Transparencia y entregue. En esos casos no es un asunto de matiz, era un asunto, se queda aquí y se le quitan determinados, digamos, se queda el amparo para efectos y el otro es lo que sucedió, y en el otro caso es una multa o no multa, en ese sentido, no era una cosa menor y también una votación muy dividida.

Finalmente también hay que a veces los cuerpos colegiados tienen estas divergencias que creo que lo importante es aclararlas y poderlas, si no concentrar irlas trabajando para que estén lo más apegadas a lo que la ley marca.


Pero vuelvo a insistir, la diferencia que tenemos ahorita es, obviamente en el sentido de la resolución, pero en efecto al ciudadano es el mismo en los dos casos: que pase por el Comité y que obviamente se haga la entrega de la información en los términos que el Comité lo haya definido.

Entonces simplemente, como dicen, este asunto de la discusión jurídica para aquellos que son puros del jurismo y dicen, “no, es que esta es la posición”, pues bueno, lo acabamos de ver en la Suprema Corte, donde hay diferencias con gente que obviamente tiene toda la experiencia y todo el reconocimiento en la materia.

Siempre en Derecho estará la posibilidad de su interpretación.

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Tenemos la obligación de ser consecuentes con el voto del caso anterior, con este, y aquí además hay una agravante, que no se entregó la información, se dijo que se enviaba por correo electrónico el dichoso oficio y además no se entregó.

Luego entonces, incluso previendo que en el futuro lleguemos a un consenso con más elementos de análisis, de que este tipo de casos, del proyecto de resolución sea modificado.

En este caso no podría ser, no aplicaría si llegáramos a ese acuerdo, porque además de que no pasó por el Comité de Transparencia el oficio que dijo haber adjunto, no lo adjuntó, es decir, el solicitante no recibió ninguna información.

C. OSCAR GUERRA FORD.-  Entonces, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido, tal como viene en el proyecto, ahora que revocar, favor de levantar la mano.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea modificado ya con los argumentos expuestos, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Los términos de votación de este Proyecto de Resolución RR.SIP.1926/2012, es el siguiente:

La propuesta de que el sentido sea revocar, como viene en el proyecto, tres votos, comisionados Oscar Guerra, David Mondragón, Luis Fernando Sánchez.

La propuesta de que el sentido sea modificar, dos votos, comisionados Mucio Israel Hernández, Alejandro Torres.

Asimismo se estará matizando lo dicho en la página 16, a efecto de que el comité, como autoridad, será instancia.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces pasemos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Gobierno, expediente RR.SIP.2020 de 2012.
El particular solicitó copias certificadas por duplicado de dos determinados oficios. En relación con el numeral uno, el ente obligado informó que encontró el oficio requerido y que en consecuencia le remitía copia de éste, mientras que en el caso del numeral dos señaló que no encontró antecedente del mismo, por lo que no era posible proporcionarle la copia solicitada.

El recurrente manifestó su inconformidad al señalar que si bien, en atención al numeral uno, el ente obligado le informó que localizo la información, lo cierto es que ésta no le fue remitida.

En ese sentido, considerando que durante la sustentación del recurso, este Instituto recibió copia de conocimiento de una respuesta complementaria emitida por el ente recurrido.

Sin embargo, de la revisión de la constancia de notificación no se advirtió que efectivamente le fuera enviada al particular, por lo que resultó procedente entrar al estudio del fondo del recurso.

Ahora bien, considerando que la respuesta emitida en atención al numeral dos no fue recurrida, quedó fuera de la litis, mientras que en el caso uno del análisis a dicha respuesta se advirtió que, si bien el ente manifestó haber localizado copia de la documental requerida, aseverando que ésta le fue remitida  al particular, lo cierto fuer que de la revisión a la gestión de la solicitud, a través del Sistema INFOMEX, se constató que el ente dejó de enviar al particular el oficio de interés y del cual afirmó contundentemente haberlo hecho, por lo que en ese sentido resultó fundado el único agravio.

Advertida la ilegalidad de la respuesta, a fin de determinar cuál sería la atención que el ente debería brindar al numeral uno, se procedió al análisis de la documental de interés del particular, misma que fue remitida por el ente al pretender rendir su informe de ley, determinándose que sólo era susceptible de proporcionar versión pública de ésta, ya que de su análisis se advirtió que contiene información de acceso restringido en su modalidad de confidencial.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente obligado que emita una nueva en los términos precisados en el considerando cuarto de la resolución.

Asimismo se da vista a la Contraloría General del Distrito Federal, al no haber rendido el informe de ley en el plazo concedido para tal efecto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Está a su consideración, comisionados ciudadanos.

Tiene la palabra el Comisionado David Mondragón Centeno.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- El proyecto de la resolución es modificar.

Sin embargo, someto a consideración de este Pleno la posibilidad de revocar la respuesta impugnada y ordenar emitir una nueva repuesta que sí esté debidamente fundada y motivada, siguiendo en todo momento lo dispuesto por  la ley de transparencia. Esto, tomando en cuenta lo siguiente:

El ente obligado no entregó la información solicitada, copia por duplicado de los oficios número 0985, de fecha 27 de febrero de 2009 y del oficio 096 de fecha 22 de noviembre de 2004, el ente no envió copia por duplicado de los oficios solicitados a través del Sistema INFOMEX y sólo afirmó haberlo hecho en el caso del numeral uno.

Y en cuanto al numeral dos, aunque no es parte de la litis, es nuestro deber velar y garantizar el derecho de acceso a la información de las personas y en este caso el ente emitió un pronunciamiento sin el debido fundamento.

En relación con el numeral uno, el ente obligado informó que encontró el oficio 0985 requerido y que en consecuencia le remitía copia de éste, lo que no ocurrió.

Mientras que en el caso del numeral 2096 señaló que no encontró antecedente del mismo, por lo que no era posible proporcionarle la copia solicitada, sin haber notificado al solicitante el acuerdo correspondiente del Comité de Transparencia, por la inexistencia de la información.

Aun y cuando el solicitante no se dolió por la repuesta sin  fundamento en el numeral dos, me queda muy claro, lo cierto es que el ente no realizó el procedimiento correspondiente que sustente que no encontró el antecedente del oficio 096, su pronunciamiento no está debidamente fundado y motivado.

Asimismo el ente no actuó con la debida diligencia y apegado a la Ley de Transparencia, ya que informó al solicitante que se localizó el oficio con número de folio 0985 y que de éste se le enviaba copia y lo cierto es que no le fue remitida dicha información.

Además, de la respuesta complementaría se desprende que la cuenta de correo electrónico, a la cual fue remitida, no coincide plenamente con aquella que el recurrente señaló en su escrito inicial y que ésta no le fue debidamente notificada.

Por lo que en esa tesitura y debido a que el ente obligado no acreditó que hubiese notificado al recurrente la respuesta complementaria, estamos ante el supuesto de una posible omisión de respuesta, ya que el oficio requerido nunca se entregó al solicitante.

Finalmente resulta importante que este Pleno analice la actuación del ente obligado, porque se considera en principió que emitió una respuesta parcial. 

Sin embargo, lo real es que no atendió la solicitud de acuerdo con los principios de legalidad, certeza jurídica y veracidad, establecidos en la Ley de Transparencia, ya que no entregó la información solicitada, copia de los dos oficios, no se apegó a lo establecido por la ley de transparencia para sustentar la supuesta inexistencia o falta de localización del segundo oficio; no realizó una búsqueda exhaustiva de la información; no envío información a la respuesta complementaria y no rindió informe de ley.

Es cuanto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.
C. OSCAR GUERRA FORD.- A ver, yo voy otra vez con lo de la litis y los agravios, porque de verdad, lo que he ido viniendo, aprendiendo en estos años y la parte que más atiendo del Derecho es la que es así como más lógica, porque mi carrera de Economía es así como, también la del Comisionado Mondragón es lógica, así de numerito para acá, numerito para allá.

Él pide dos cosas, de una le dicen “sí la tengo”, lo cual quiere decir que se buscó, pero tenemos que tener los actos de certeza, y le dice y “ahí te va” y no le fue.

Y de la otra le dice, “no la localicé”, punto. Él viene y se queja: “me dicen que ahí me va y no vino nada”.  En eso el agravio tiene la razón.

Pero ¿qué se sostiene? Pues el asunto que la otra, de la cual no encontró, él, al no agraviarse, se da por satisfecho y por lo cual se tiene que modificar.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- No, sin duda yo apoyo la moción, porque no podemos dejar de lado el asunto de lo que es básico para este Pleno, el asunto de las solicitudes, el asunto de las respuestas y el asunto de los agravios.

Entonces, en ese sentido yo apoyo la moción de que se sostenga el asunto del proyecto y que también eso nos permita ver en los casos anteriores, no quiero echarle limón a la herida, pero que tampoco dejen de ver el asunto de los agravios, el asunto de la litis, el asunto de las respuestas, porque finalmente en unos casos sí y en otros quién sabe a dónde nos vamos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mondragón, perdón, ¿había alguien más?

El Comisionado Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muy bien, bueno, pues, como en algunas ocasiones ya mencionaba el Comisionado Mucio, me allano a lo que aquí se establece y señalamos, nos ceñimos pues nada más al agravio y en ese sentido retiro mi propuesta de revocar.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, voy a someter a votación, señores comisionados.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 2020, Secretaría de gobierno, el sentido sea modificar y dar vista por no haber rendido el informe de ley, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RR.SIP.2020/2012.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, señores comisionados, vamos a pasar a aquellos recursos de revisión que, en materia de información, no han sido reservados por ningún señor Comisionado, recordándoles que hay posibilidades también en este caso de algunas observaciones de forma, si fuese el momento.

Entonces le pediríamos a la Directora, empezáramos con el recurso 1933.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Coyoacán, expediente RR.SIP.1933 de 2012.
El particular requirió copia electrónica de la primera, segunda y tercera etapa del informe de rendición de cuentas y libros blancos, previstos en los lineamientos para la rendición de cuentas, derivado del informe de gestión de la Administración Pública del Distrito Federal 2006- 2012.

El ente obligado proporcionó copia electrónica del segundo informe, dos años de delegación Coyoacán, así como de los informes rendidos al Consejo Ciudadano del cuarto trimestre de 2011.

El recurrente se inconformó al manifestar que la información proporcionada no correspondía a lo solicitado.

Por lo tanto, considerando que del estudio de lineamientos para la rendición de cuentas, derivado del informe de gestión de la Administración Pública del Distrito Federal 2006-2012, se advirtió que los documentos solicitados debieron ser elaborados por la autoridad delegacional y los mismos deben obrar en sus archivos.

Del análisis a la información proporcionada, se concluyó que ésta es distinta de lo solicitado, por lo que resultó fundado el agravio.

Consecuentemente, la repuesta no cumplió con el principio de congruencia, previsto en el Artículo Sexto, fracción X, de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, en aplicación supletoria a la ley de la materia.

El sentido del proyecto es revocar la respuesta impugnada y se le ordena al ente obligado, que realice una búsqueda exhaustiva de la información y de acceso a los documentos solicitados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos que estén de acuerdo que el recurso 1933 de la Delegación Coyoacán, el sentido sea revocar, los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al 1931.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Xochimilco, expediente RR.SIP.1931 de 2012.
Se solicitó versión pública de los currículums de todo el personal de estructura de la Delegación Xochimilco, que iniciaron labores el primero de octubre de 2012.

En respuesta, el ente obligado remitió el directorio de los servidores públicos que comenzaron a laborar en la fecha indicada, señalando el nombre y el cargo que ocupa cada uno de ellos.

El recurrente se inconformó al señalar que se le entregó información que no fue la solicitada, pues se requirieron versiones públicas y no un listado.

En ese sentido, del estudio realizado a las documentales del expediente, se determinó que la respuesta trasgredió a los principios de congruencia y exhaustividad previstos en el Artículo sexto, fracción X, de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, pues el ente obligado hizo entrega de información no solicitada.

Por otro lado, debido a que normativamente el ente recurrido debe contar con los currículums de las personas que ingresan a laborar en la delegación, se estima procedente ordenarle que elabore versiones públicas y entregarlas, previo pago derechos, siguiendo el procedimiento establecido en el Artículo 50 de la ley de la materia.

En este sentido, el proyecto que se propone es revocar la respuesta emitida por el ente obligado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos que estén de acuerdo que el recurso 1931, de la Delegación Xochimilco, el sentido sea revocar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, 1942.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Gustavo A. Madero, expediente RR.SIP.1942 de 2012.
Al desahogar la prevención ordenada por el ente obligado, para indicar el domicilio del predio de su interés, el particular precisó que requería, respecto de un determinado inmueble, el estado procesal que guarda la donación de dicho predio, por parte del Colegio Justo Sierra, plantel Aragón, si ya se realizó el documento que avale dicha donación y en caso de que no se haya realizado la donación de referencia, el fundamento por el cual no se ha realizado dicho acto.

El ente obligado, después de realizar una búsqueda exhaustiva en los archivos de su Jefatura de Unidad Departamental de lo Consultivo y Control Territorial, informó al particular que no encontró antecedentes del inmueble de su interés. 

El recurrente se manifestó inconforme con la respuesta dada, ya que el ente obligado le negó la información requerida.

Ahora bien, considerando que del análisis a la respuesta impugnada se advirtió que, aun cuando el ente obligado informó que, después de una búsqueda exhaustiva en sus archivos, no se encontraron antecedentes del inmueble del interés del particular, lo cierto es que este Instituto no logró que la búsqueda en comento se haya considerado la información requerida al solicitante en el deshago de la prevención que le formuló.

La irregularidad de anterior se robusteció de la lectura del informe de ley, por medio del cual el ente recurrido manifestó que no estuvo en aptitud de brindar, en su caso, la información requerida, ya que el particular no fue preciso en la información que solicitó.

En ese sentido, considerando que de la lectura que integra la respuesta no se advirtió que, para la búsqueda de la información, el ente haya considerado al deshago de la prevención formulada al recurrente, omisión que ya corroboró por el dicho de la autoridad, de rendir su informe de ley, se concluyó que el ente vulneró el derecho de acceso a la información, pues aún y cuando en términos del procedimiento previsto en la lay de la materia y su reglamento, previno al particular, a efecto de que proporcionará el domicilio del predio de su interés, lo cierto es que dejó de considerar este último elemento en la localización de la información.

El sentido del proyecto es revocar la respuesta impugnada y se le ordena al ente obligado que emita una nueva, en los términos precisados en el considerando cuarto de la resolución.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos que estén de acuerdo con el 1942 de la Delegación Gustavo A. Madero, sea revocar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al recurso 1912.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Iztacalco, expediente RR.SIP.1912 de 2012.
Respecto del evento “Iztacalco se Mueve”, se requirió nombre del responsable que coordino el evento, el número de participantes y costo de dicho evento.

En respuesta, el ente obligado informó que las áreas que coordinaban dicho evento eran la Dirección General de Participación Ciudadana y la Secretaria Particular. Además señaló que las personas que habían participado en el evento, a la fecha, eran mil 615 y afirmó que el evento no tuvo ningún costo.

El recurrente se inconformó con la respuesta dada a los puntos uno y tres, sin formular agravios sobre lo informado en el numeral dos.

En ese sentido, del análisis de la respuesta impugnada se advirtió que el ente obligado no fue congruente al responder el requerimiento uno, ya que en lugar de entregar el nombre del o los servidores públicos responsables, hizo del conocimiento al particular las áreas administrativas que coordinaron el evento, resultando fundado el primer agravio, no así el segundo, pues el ente recurrido formuló pronunciamiento expreso y categórico, respecto del requerimiento tres, aseverando que el evento del interés del solicitante no tuvo costo, sin que existieran elementos que controvirtieran dicho manifestación.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Yo tengo una de forma, es el recurso 1912, simplemente corregir la fecha del resultando cinco. Refiere que el ente presentó su informe de ley el 11 de octubre de 2012 y la correcta es el 22 de noviembre del 2012.

Si no hay más, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 1912 el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, 1913.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Iztacalco, expediente RR.SIP.1913 de 2012.
El particular solicitó las acciones y avances con respecto a la participación ciudadana de manera cualitativa y cuantitativa del año 2009 a la fecha de presentación de la solicitud, es decir, el 19 de octubre de 2012.

El ente obligado, en respuesta, entregó los informes de actividades de la Dirección General de Participación Ciudadana, en los que se muestran los programas o proyectos realizados, marco legal bajo el cual operan, objetivos específicos y generales, así como acciones realizadas. Lo anterior, respecto de las anualidades solicitadas.

El recurrente se inconformó al señalar que solicitó que el ente obligado explicará por qué envío todos los informes que realiza la Dirección General de Participación Ciudadana, además de que la respuesta fue incompleta, pues no se informaron los avances respecto de la participación ciudadana, en el período requerido.

Ahora bien, una vez realizadas las documentales adjuntas al expediente se advirtió que el agravio uno es infundado, debido a la calidad y cantidad de actividades que lleva a cabo la Dirección General de Participación Ciudadana, se ve reflejada precisamente en la totalidad de informes rendidos por dicha área al ente obligado.

Por otro lado, respecto del agravio dos, el mismo es fundado, debido a que respecto de los años 2009, 2011 y 2012, el ente recurrido no emitió pronunciamiento categórico.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Se propone simplemente clarificar la orden, esto es que se desglose por año, la misma, tal, digamos, no es una cosa de fondo, porque esto ya se hace en el propio proyecto, en el considerando cuarto.

Entonces simplemente trasladar, como se hace en el considerando cuarto, a la orden, porque esto va a ser mucho más claro para el cumplimiento a la misma.

Si no hay más, entonces voy a someter a votación.

Aquellos que estén, comisionados que estén de acuerdo que el recurso 1913, el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, 1910.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado, Asamblea Legislativa del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1910 de 2012.
Se formularon cuatro requerimientos de información relativos a la Asociación Civil, Mercado de Jamaica Siempre Vivirá A. C. El ente obligado respondió que el requerimiento de información número uno, relativo a saber quién preside la Comisión de Abasto y Distribución de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, sin realizar pronunciamiento respecto de los restantes numerales.

El recurrente se inconformó al señalar que el ente respondió el numeral uno de su solicitud de información, pero no atendió tres requerimientos restantes.

Las consideraciones del proyecto son que el ente recurrido emitió respuesta complementaria que no satisfizo los requerimientos planteados, por lo que resultó procedente entrar al fondo de la controversia planteada.

De este modo se advirtió que el ente obligado fue omiso en proporcionar la información relativa a los requerimientos marcados por los numerales dos y cuatro, para cuya atención era necesario que revisara las facultades y funciones que le confiere el marco normativo.

A partir de ello estaría en posibilidades de emitir un pronunciamiento categórico.

Por lo que hace al requerimiento tres, concluyó que el mismo no constituye un requerimiento susceptible de ser atendido vía acceso a información pública, por tratarse de una consulta sobre actos cometidos por un particular y que en apreciación del recurrente son irregulares.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente emita una nueva en los términos del considerando cuarto de la resolución.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente, tiene la palabra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Diecinueve diez, se propone que toda vez que en el considerando segundo se limita la litis, en el considerando cuarto sólo parafrasee la misma o que se refiere a la que anteriormente ya señala y se refiere en qué términos, ya que lo que debemos esperar es el copy paste, o sea, como que hacemos varias veces estamos repitiendo siempre lo mismo.

Creo que podríamos ir eliminando algunas cosas que ya están en el, si ya la litis está dicha, pues simplemente que sea referencia a la misma, no volverla a poner.

Si no hay más, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del 1910, Asamblea Legislativa, sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al 1914.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Tlalpan, expediente RR.SIP.1914 de 2012.
Se formularon tres requerimientos de información relacionados con el proceso de liberación de recursos para el pago de honorarios correspondientes a la quincena del 19 al 29 de diciembre del 2011.

El ente obligado proporcionó copia de la documentación relacionada con el proceso de liberación de recursos del interés del solicitante y se manifestó sobre la fecha de pago de los mismos.

El recurrente se inconformó con la atención dada a los numerales uno, dos y tres, inciso b), sin formular agravio respecto del tres, inciso a), consintiendo tácitamente dicha respuesta.

En consecuencia, una vez revisado los contenidos de información formulados por el particular, se advirtió que el identificado con el numeral tres, inciso b), no es susceptible de responderse por la vía del ejercicio del Derecho de Acceso a la Información Pública.

Por otro lado, se concluyó que el ente obligado no fue exhaustivo al responder la solicitud de información, ya que sólo entregó la información respecto de lo solicitado en el numeral uno, omitiendo hacer pronunciamiento respecto del numeral dos, transgrediendo así el derecho de acceso a la información del recurrente, así como el principio de exhaustividad previsto en el Artículo sexto de la Ley de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la ley de la materia.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada conforme a lo determinado en el considerando cuarto de la resolución.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos que estén de acuerdo con el 1914, Delegación Tlalpan, el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, 2034.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Benito Juárez, expediente RR.SIP.2034 de 2012.

El particular solicitó los informes veterinarios post mortem de los astados lidiados en la Monumental Plaza de Toros México, los días cinco de febrero de los años 1995 a 2012, respecto de las ganaderías que se indican.

El ente obligado respondió que únicamente contaba con los informes veterinarios post mortem del cinco de febrero de 2001 al cinco de febrero de 2002, proporcionándolos al particular.

El recurrente se inconformó al señalar que solicitó la entrega de los certificados post mortem de los toros lidiados en la Plaza México, los días cinco de febrero desde el año 1995 hasta el 2012 y únicamente se le entregaron dos, cuando de conformidad con el Artículo 75 del Reglamento Taurino para el Distrito Federal, vigente en la Delegación Benito Juárez, debería de tenerlos todos.

Las consideraciones del proyecto son que el recurrente no expresó agravio relacionado con los dos certificados que recibió respecto de los años 2001 y 2002.

Por lo que hace al resto de la revisión del reglamento taurino para el Distrito Federal vigente a partir del 11 de septiembre de 1987 y hasta el 20 de mayo de 1997, así como del vigente, se determinó que existe la obligación para el ente recurrido de contar con los certificados post mortem de las reses lidiadas y muertes en la Monumental Plaza de Toros México.

Por lo tanto, no debió limitarse a informar que sólo contaba con dos de los informes requeridos, sino que debió atender el procedimiento previsto en el Artículo 50, último párrafo, de la ley de la materia. Es decir, su Comité de Transparencia deberá analizar el caso para tomar las medidas para localizar la información y, de no ser así, resolverlo declarando la inasistencia de la información, conforme al Artículo 50 de la ley de la materia.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Si no hay ninguna observación, aquellos comisionados que estuvieran de acuerdo que el 2034, Delegación Benito Juárez, el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, 1905.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Finanzas del distrito Federal, expediente RR.SIP.1905 de 2012.
Respecto del proyecto de presentación de servicios a largo plazo, se requirió nombre de las empresas o particulares, monto pagado, monto por pagar, obra realizada o bienes adquiridos, concesiones autorizadas por esta vía y copia del contrato respectivo.

El ente obligado entregó una relación con el nombre y objeto de los proyectos, la duración, empresas con las que se celebró y las dependencias responsables de la contratación, a las cuales se le orientó, proporcionando los datos de contacto de las oficinas de información pública.

El recurrente se inconformó al señalar que el ente obligado no le proporcionó la información solicitada, aun cuando reconoció contar con ella.

Ahora bien, del estudio de las atribuciones del ente recurrido se concluyó que aun cuando participaba en la Comisión de Presupuestación y Evaluación del Gasto Público y Recursos de Financiamiento del Distrito Federal, así como del Grupo de Análisis Técnico Financiero, órganos colegiados que intervienen en el procedimiento de aprobación de proyectos de prestación de servicios a largo plazo, de conformidad con las reglas para realizar proyectos y contratos de prestación de servicios a largo plazo para la Administración Pública del Distrito Federal, no se advirtió que contaba con la información de cuya falta se inconformó el recurrente. 

Consecuentemente resulta infundado el agravio en estudio.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna intervención, aquellos que estén de acuerdo con el 1905, Secretaría de Finanzas, el sentido sea confirmar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, 1906.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría del Medio Ambiente del Distrito Federal.

Se formularon cuatro requerimientos relacionados con el Plan Maestro del Bosque de San Juan de Aragón.

Por su parte, el ente obligado omitió un pronunciamiento categórico y expresó a cada uno de ellos, y se expresó respecto a cada uno de los requerimientos formulados por el particular.

El recurrente se inconformó con la atención dada al numeral cuatro, sin formular agravio respecto de los puntos uno, dos y tres, consintiendo tácitamente dichas respuestas.

Las consideraciones del proyecto son, que de la revisión y análisis realizado al agravio formulado en el recurso de revisión, se estableció claramente que el recurrente pretendió introducir un planteamiento novedoso, generado con motivo de la respuesta proporcionada, modificando así el alcance del  contenido de información originalmente planteado, de manera que el argumento mencionado resulta inatendible e inoperante.

El sentido del proyecto es confirmar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Si no hay ninguna intervención, aquellos comisionados que estén de acuerdo con el 1906, Secretaría del Medio Ambiente, el sentido sea confirmar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al 1911.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Coyoacán, expediente RR.SIP.1911 de 2012.
El particular solicitó los informes mensuales del subalmacén de la Unidad de Alumbrado Público en formato Excel 97 de junio, julio, agosto y septiembre de 2012, con los siguientes datos: descripción del material, fechas de entrada y salida, unidad de medida, cantidad en números de vale y de orden de trabajo.

El ente obligado remitió la información de la Unidad Departamental de Alumbrado Público en formato PDF, con los datos solicitados.

De esta manera el recurrente se inconformó al señalar que no proporcionó la información en el formato Excel 97, por lo que ésta no fue clara, además de que el escaneado fue inadecuado.

En ese sentido, se advirtió que si bien la ley de la materia concede el derecho a elegir la modalidad electrónica para acceder a la información, ello no implica que los entes obligados deban conceder el acceso al formato, en el formato del programa de cómputo requerido por los particulares, pues el derecho de acceso es garantizado en la medida en que el formato que se proporcione permita conocer los datos solicitados, motivo por el que el agravio uno resultó infundado.

Por su parte el agravio dos resultó también infundado, debido a que después de verificar las constancias del Sistema INFOMEX, relativas a la gestión, se apreció que la información es legible.

El sentido del proyecto es confirmar la respuesta del ente obligado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos que estén de acuerdo con el 1911, Delegación Coyoacán, el sentido sea confirmar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1916 de 2012.
El particular solicitó el estado que guarda la auditoría que le realiza el Instituto de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, como de la revisión 2011.

En respuesta, el ente obligado señaló que el InfoDF, se incluyó en el Programa General de Auditoría 2011, mismo que se encontraba en curso. Asimismo manifestó que la auditoría a dicho ente iniciaría el 20 de noviembre de 2012.

El recurrente se agravió al señalar que la respuesta impugnada fue incompleta, no respondió de manera precisa en qué fase se encontraba la auditoría referida en la solicitud de información pública, ni brindó certeza jurídica sobre el estado que en realidad guardaba dicha auditoría.

En ese sentido, del análisis del agravio del recurrente, a la luz de la normatividad aplicable, se advierte que su pretensión era que el ente obligado se pronunciara sobre el estado en el que se encuentra la auditoría a la Cuenta Pública del Gobierno del Distrito Federal y no propiamente sobre el estado que guarda la auditoría que le realiza el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, como parte de la revisión de 2011.

Asimismo, de la revisión efectuada a la respuesta impugnada se observa que el ente obligado fue claro al señalar que el InfoDF, se incluyó en el Programa de Auditoría 2011, mismo que se encontraba en curso y que la auditoría en específico al ente señalado iniciaría el 20 de noviembre de 2012.

El sentido del proyecto es confirmar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos que estén de acuerdo con el 1916, Contraloría Mayor de Hacienda, el sentido sea confirmar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al 1925.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Contraloría General del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1925 de 2012.

Se requirió saber el estado procesal que guarda el expediente con terminación 326 de 2008.

El ente obligado respondió que dicho expediente se encontraba en desahogo de pruebas, de conformidad con lo establecido en el Artículo 64 de la Ley Federal de Responsabilidades de los servidores públicos.

El recurrente se inconformó al manifestar que se le negó la información en virtud de que se le entregó la misma respuesta a la entregada en una diversa solicitud de información recibida en agosto de 2008.

Una vez determinado lo anterior, se concluyó que el agravio hecho valer por el recurrente es infundado en virtud de que el hecho de que el expediente del interés del particular guarde el mismo estado procesal al señalado en una respuesta diversa no implica que haya negado el acceso a dicha información, toda vez que sí le proporcionó el estado procesal del expediente de su interés.

El sentido del proyecto es confirmar la respuesta del ente obligado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1925, Contraloría General, el sentido sea confirmar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por Unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al Recurso 2113.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Consejo de Evaluación del Desarrollo Social del Distrito Federal, expediente RR.SIP.2113 de 2012.

Se requirió conocer a qué actividad se destinaron los recursos que originalmente se reservaron en el año 2011 a la evaluación del impacto de transferencias y subsidios de programas sociales del Gobierno del Distrito Federal, correspondientes a 2004-2010, ya que la convocatoria fue declarada desierta, tal y como consta en los resultados de la convocatoria 01 de 2011, en caso de que se le remitiera a la cuenta pública indicarle las partidas a las que correspondió dicho movimiento.

Por su parte, el ente obligado solicitó al particular que le remitiera la convocatoria a la que hacía referencia para atender su requerimiento.
El recurrente se inconformó al manifestar que el ente obligado hizo caso omiso a su solicitud, puesto que en el cuerpo de su requerimiento se especificaba el número de convocatoria a la que se refería, misma que no fue tomada en cuenta.
Las consideraciones del proyecto son  que el ente recurrido materialmente generó una prevención como si fuese la respuesta que culmina con el procedimiento de acceso a la información pública.

Ahora bien, debe recordarse que se considera omisión de respuesta cuando el ente obligado en el paso de respuesta del Sistema Electrónico INFOMEX generó una prevención.

El sentido del proyecto es ordenar al ente obligado que emita una respuesta a la solicitud de información y la proporcione sin costo alguno, se dé vista a la Contraloría General del Distrito Federal al acreditar la omisión señalada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del 2113, Consejo de Evaluación, el sentido sea ordenar dar respuesta y dar vista a la Contraloría por la omisión de la misma, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes y no habiendo otro asunto que tratar, siendo la 1 de la tarde con 45 minutos del día 25 de enero del 2013, se da por terminada la Segunda Sesión Extraordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, agradeciendo a todos ustedes su presencia, que tengan muy buenas tardes y muy buen provecho.
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